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El objetivo final de la investigación es contextualizar la responsabilidad penal de los 
empleadores en Colombia, mediante una identificación de tipos penales en ámbitos internacionales 
y la descripción de los elementos que dan fundamento a la responsabilidad penal, las consecuencias 
jurídicas y la aplicación de elementos penales en el pronunciamiento de los jueces, utilizando para 
ello, una búsqueda selectiva de dichas sentencias mediante un estudio comparativo y poder 
determinar la necesidad de la existencia o inexistencia de un tipo penal que regule este tipo de 
situaciones laborales y ampliar a la órbita penal la responsabilidad del empleador que causa un 
daño al trabajador en Colombia. Siendo necesario plantearse la siguiente pregunta: ¿Se vulnera el 
derecho del trabajador cuando no existe una responsabilidad penal establecida como delito 
autónomo en las normas penales con las consecuencias jurídicas al empleador, cuando se 
presente un accidente de trabajo o una enfermedad laboral?. 
 
* Estudiante de la Maestría en Derecho Laboral y Seguridad Social de la Universidad Libre, correo 
electrónico: nerklym@gmail.com 
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Como objetivo principal su buscará contextualizar e identificar la responsabilidad penal 
que existe en los empleadores cuando se presenta un accidente de trabajo o enfermedad laboral en 
un trabajador, analizando la motivación de la inexistencia de esa responsabilidad penal a los 
empleadores en Colombia.  
El presente trabajo busca abordar la responsabilidad penal de los empleadores en 
Colombia, siendo pertinente ver la existencia o no de un tipo penal autónomo, identificando la 
posibilidad de ampliar el espectro de protección jurídica a los trabajadores en los sucesos dañinos 
de la salud e integridad durante la ejecución de la labor. El presente trabajo busca resolver la 
necesidad de una protección penal al daño en el trabajo, esperando encontrar una respuesta jurídica 
al vacío normativo que existe sobre esa responsabilidad, para ello, se comienza realizando unas 
comparaciones normativas con sistemas jurídicos externos donde existe la responsabilidad penal 
laboral tiene consecuencias jurídicas aplicables a los infractores de las normas de Seguridad y 
salud en el Trabajo, sancionando el actuar activo u omisivo que causa daño laboral, finalmente, 
será de utilidad esta investigación para crear espacios de discusión académica sobre esta 
responsabilidad penal en los empleadores y su aplicación por parte de los órganos judiciales en 
Colombia. 
En la primera parte, se identificarán los elementos de la responsabilidad penal en el 
contexto internacional frente al daño en los trabajadores y sus consecuencias jurídicas en la 
relación laboral. 
En la segunda parte, se describirán conceptos legales, algunos fallos jurisprudenciales y 
contenido de la política criminal relacionados con la responsabilidad penal en Colombia frente al 
daño del trabajador en un accidente de trabajo o enfermedad laboral. 
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Por último se determinarán las obligaciones del Estado frente a la existencia de un tipo 
penal aplicable al empleador, que culposa o dolosamente,  causa el accidente de trabajo o 
enfermedad laboral al trabajador en Colombia. 
Es necesario plantear como hipótesis de la investigación, si existe una vulneración a los 
derechos laborales de los trabajadores; al no existir en Colombia, un tipo jurídico penal autónomo 
que establezca la responsabilidad penal de los empleadores o sus representantes, cuando se 
presenta el accidente del trabajo o la enfermedad laboral en la vida, salud e integridad física de los 
trabajadores.  
Para responder las inquietudes del tema propuesto, se realizará una actividad metodológica 
de investigación del tipo descriptiva documental, identificando el tipo penal y el derecho laboral 
externo enmarcada la actividad en las tipologías del accidente de trabajo y la enfermedad laboral 
y sus posibles consecuencias en el contexto internacional y el colombiano; se utiliza un diseño de 
investigación documental básica del tipo descriptivo, a partir del diagnóstico inicial del problema 
a resolver y su correlación entre las distintas variables legales y posibles nichos situacionales en 
los pronunciamientos judiciales aplicables a casos similares en otros sistemas jurídicos, 
permitiendo establecer las relaciones entre las diversas posiciones judiciales y la aplicación de los 
tipos penales, se busca establecer el estado actual de las instituciones jurídicas identificadas 
respecto de la responsabilidad penal del empleador. 
Para dar inicio al proceso investigativo se debe tener en cuenta que existe un proceso 
constructivo del marco de responsabilidades jurídicas en el ejercicio de sus funciones como 
empleador responsable del sistema de gestión en seguridad y salud en el trabajo, inicialmente, se 
debe traer lo expresado por el autor Van Dijk (1998), el sentido común es una variante moderna 
de la conciencia, de notable connotación social. Se hace necesario mirar los procesos  
constructivos de la responsabilidad del empleador, ver la teoría de la responsabilidad del 
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empleador, desde una mirada legislativa  desde el Decreto Ley 2663 de 5 de agosto de 1950, norma 
sustancial donde se comenzó a plantear una tema de las responsabilidades del empleador 
conjuntamente con las responsabilidades de la Ley 57 de 1887, Código Civil, que es la génesis 
normativa de las responsabilidades del patrono o empleador en nuestros días.  
En primer lugar, la responsabilidad del empleador y quien actúa en su representación, es 
cubierto con los alcances del artículo 32 de la norma sustantiva laboral, respondiendo de similar 
manera ante el evento, de igual manera, los empleadores tiene una obligación general a toda 
relación laboral que son la protección y seguridad de sus trabajadores, con la consecuente 
responsabilidad solidaria patronal por daños causados.  
Luego, es importante desarrollar el concepto jurídico del daño, el autor Ghersi (2013), 
expresa que: el daño causado debe ser reparado, cierto y atribuible con la consecuencia de un 
daño subjetivo en otro (p. 47). Donde nace el vínculo de causalidad entre la causa originante y el 
daño  producido, ese daño debe causar algún tipo de detrimento en el patrimonio económico o 
subjetivo de la víctima, esta clásica concepción del daño reparable nació en el antiguo Derecho 
Romano, bebido de las fuentes persas y sumerias antiguas, se logró encontrar los elementos 
configurantes del concepto del daño, con una facilidad y practicidad propia del concepto romano 
que todo daño era reparado con dinero en metálico, incluso una vez condenado el infractor a pagar 
la suma, debía "acordarla" con su víctima y en ello existía plena libertad, siempre se debía 
indemnizar el daño pero solamente el daño causado. A ello, se une para referenciar las nuevas 
responsabilidades de las personas jurídicas y quienes actúan en nombre de ellas, “Así las cosas el 
daño se refiere a aquel evento en el cual se causa un menoscabo o detrimento, es decir, cuando 
se lesionan los interés de una persona en cualquiera de sus orbitas” (Gil, 2014, p. 31).  
En este contenido de la estructura del daño, el daño emergente es aquel daño considerado 
el perjuicio inmediato que sufre la víctima, los gastos que debe asumir de su patrimonio para 
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reemplazar lo dañado, mejorar lo dañado, es decir la autoreparación del daño que realiza la víctima 
del mismo, distinguiendo los daños causados a la persona en forma física, ejemplo una amputación 
o los daños psíquicos. En segundo lugar, el lucro cesante, como aquella valoración económica que 
debía ingresar al patrimonio de la víctima del daño, por ejemplo, el caso del  trabajador que muere 
en el accidente de trabajo, se considera lucro cesante, los ingresos y salarios posteriores a su 
fallecimiento, esta categoría aplica igualmente, para la pérdida de capacidad laboral, como una 
determinación económica de los ingresos no recibidos por el afectado. 
El segundo elemento llamado responsabilidad, desde los ámbitos de la responsabilidad 
contractual y la extracontractual, la primera debe asimilarse al contrato como una ley para las 
partes, en este caso, el contrato laboral con sus derechos y obligaciones a cada uno de los 
contratantes y el empleador siempre tiene la obligación de protección y seguridad a sus 
trabajadores de todo riesgo en el desarrollo de las actividades del trabajo o cuando cumple sus 
órdenes de donde depende de la responsabilidad endilgada al empleador donde nace el pago a 
realizar por el daño causado. De otra manera, la llamada responsabilidad extracontractual, se puede 
ver la responsabilidad sin relación laboral entre las partes, es decir, no existe relación contractual 
pero igual se causó un daño que debe ser objeto de reparación, es común cuando en las actividades 
laborales una parte interesada sufre una lesión o perdida causada por un dependiente o trabajador 
o daño en las instalaciones o con elementos o máquinas de la empresa, allí nace un daño que debe 
repararse, como dice el artículo 2.341 del Código Civil y subsiguientes. 
Se detalla igualmente, que la responsabilidad se determina por la calificación de 
responsabilidad subjetiva u objetiva, subjetivamente se puede hablar de una culpa presunta y 
probada, si se habla de la culpa probada se requiere que la víctima del daño, pruebe la 
responsabilidad del otro, situación difícil en el campo laboral para demostrar la culpa de quien ha 
sido señalado como autor del daño. En cambio, la culpa presunta, en los casos de responsabilidades 
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laborales, es más fácil demostrar la culpa del empleador a partir de la inversión de la carga 
probatoria siendo el empleador quien debe acopiar todos los elementos probatorios para defender 
la responsabilidad imputada. 
De otra manera, la responsabilidad objetiva, es un tipo de responsabilidad que enmarca 
más la responsabilidad del empleador, es un tipo de responsabilidad donde solo se hace necesario 
demostrar el perjuicio causado y el nexo causal entre el daño y el responsable. En los daños de 
naturaleza civil se puede ver cuando un animal de propiedad de un granjero causa un daño, si se 
presenta un daño por el animal debe resarcirlo o un empleador por no proteger sus trabajadores. 
El tercer concepto a considerar, es el llamado nexo de causalidad, que debe ser eficiente y 
es allí donde más debate genera la responsabilidad del empleador, si existe la causa debe ser 
eficiente para causar el efecto dañino, sin importar el tipo de culpa que pretenda demostrar siempre 
se debe demostrar en el conflicto la causalidad entre el daño y la probable fuente del mismo, esta 
causalidad debe ser apta, adecuada y necesaria que permite establecer más allá de toda duda la 
responsabilidad del empleador. Ante este panorama de responsabilidad, lo primero que debe ser 
tenido en cuenta es la obligación general de ser un hombre prudente y diligente, nace una 
obligación de comportamiento adecuado, que basa su prueba en una confrontación de 
comportamientos, tomando el comportamiento realizado frente al comportamiento idealizado, 
especialmente se toma como referencia un antiguo precepto romano del comportamiento del buen 
padre de familia: “El que debe administrar un negocio como un buen padre de familia, es 
responsable de esta especie de culpa.” 
Este tipo responsabilidad es común a los empleadores con culpa comprobada, por cuanto 
el Código Sustantivo Laboral establece en su artículo 216, la responsabilidad plena por la culpa 
comprobada del empleador en los perjuicios recibidos por los trabajadores, bajo este aspecto es 
necesario contextualizar esa culpa presunta del empleador, desde el articulado del Código 
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Sustantivo Laboral, (artículos 56 y 57), la existencia de reglamentos de trabajo; descrito en el 
artículo 108; los exámenes periódicos del articulo 348; los reglamentos sobre el tema de artículo 
350, entre otras directrices desde el Código Sustantivo del Trabajo. 
La responsabilidad legal del empleador se referencia desde la Ley novena (9) de 1979, con 
sus Decretos Reglamentarios, la ley 776 de 2002, ley 1010 de 2006, Ley 1562 de 2012 entre otras 
normas legales que determinan el deber de cumplimiento de las actividades del SST. También 
debe acercarse al estudio normativo los Decretos Reglamentarios, entre ellos, Decreto 1295 de 
1994. Decreto 2644 de 1994. Decreto 1477 de 2014. Decreto 1072 de 2015, solo para citar algunos, 
igualmente, la revisión normativa de las resoluciones emanadas desde el actual Ministerio del 
Trabajo y antiguo Ministerio de Salud o Protección Social, que en forma continua han presentado 
avances en la salud ocupacional y presentan a la comunidad el actual sistema de seguridad y salud 
en el trabajo (hoy SGSST). Incluso, la Resolución 0312 de 2019, que presenta a los 
administradores, el reto de implementar los estándares mínimos del su trabajo en las empresas, de 
igual importancia, la verificación sistemática de las  diversas circulares de los Ministerios, 
Entidades Descentralizadas y Organismos que directa o indirectamente establecen 
responsabilidades a los empleadores. Estas responsabilidades también deben verificarse a partir de 
las obligaciones originadas desde los Sistemas Integrados de Gestión. 
Este marco normativo nos trae a colación la responsabilidad civil del empleador, 
establecida en el Título XXXIV del Código Civil Colombiano, nos habla de la responsabilidad 
común por los delitos y las culpas, en donde las actuaciones de los dependientes son 
responsabilidad del empleador y debe reparar todo daño causado por ellos, y la carga probatoria 
del empleador en  demostrar que actuó en forma diligente y cuidadosa, donde el daño y sus 
elementos adquieren mayor relevancia, por las consecuencias patrimoniales de las conductas 
desplegadas por los empleadores.  
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Otra mirada requiere el sistema de responsabilidad administrativa, con la relación del 
agente causante de orden administrativo, que en el desarrollo de las actividades laborales se genera 
un daño a un tercero o un vinculado legal y reglamentaria como los funcionarios de carrera 
administrativa, en donde podemos encontrar responsabilidad como empleador público, por los 
daños causados por falla en el servicio, responsabilidad médica, responsabilidad de contratistas, 
subcontratistas, trabajadores en misión, partes interesadas en relación a la obra pública o el 
desarrollo de las actividades propias de la cotidianidad del poder público, en este aspecto, también 
las perdidas laborales de los empleados públicos y los trabajadores oficiales en el marco de los 
regímenes exceptuados de la ley 100 de 1993, amplio panorama que se complementa con la 
responsabilidad del administrador por la acción u omisión del funcionario público ante los daños 
causados, incluso por terceros bajo el deber de garantía que tiene la labor oficial. 
En Colombia en lo referente a las sanciones penales para los casos de accidente laboral se 
recurre para la sanción establecida en el Código Penal, pero se aplica en forma indirecta, llámese 
director, Gerente, Jefe Inmediato, Compañero de Trabajo o Supervisor, quienes pueden ser 
privados de su libertad como consecuencia de un proceso penal por homicidio o lesiones 
personales calificados siempre de conductas  culposas. El hecho punible actualmente puede ser 
realizado por acción u omisión, dolo, culpa o preterintencional siempre en consideración al autor 
directo y según la modalidad del tipo penal, sin estar establecido en el Código, un tipo penal 
autónomo que tipifique la conducta dañina causada en el trabajador.  
En consideración al proceso de identificar el contenido penal en la relación laboral frente 
a la aplicación de la responsabilidad penal de la parte dominante de la relación laboral, viendo las 
contingencias normativas y las regulaciones de la  prevención y seguridad en la integridad y salud 
de los trabajadores, se puede lograr una identificación en  el ámbito iberoamericano de algunas 
tipologías penales que rigen, esta forma de responsabilidad penal en el evento dañoso al trabajador, 
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para ello, plantearé la identificación desde la Constitución de la nación, continuando con las 
normas del trabajo para continuar con  el tipo penal establecido y finalmente un breve comentario 
sobre el origen, aplicación o vigencia de esa normatividad penal en ese territorio especifico. 
Inicialmente, se presenta al lector la revisión jurídica de las expresiones normativas de los 
diversos países circundantes, esta actividad permitirá identificar algunas legislaciones extranjeras 
que tiene relación directa en algunos casos, o indirecta en otros, con la responsabilidad de la 
persona jurídica, del empleador o sus representantes, la cual se articula con una mirada a la norma 
constitucional en relación con el trabajo, posteriormente la revisión de los códigos o normas 
laborales, continuando con la norma penal y un corto análisis de su contenido y estructura, que 
permite identificar elementos comunes en dichos sistemas jurídicos y obtener unos puntos de 




El país Inca considera el derecho al trabajo como: "El trabajo es un deber y un derecho. Es 
base del bienestar social y un medio de realización de la persona" (Constitucion Politica del Peru, 
1993). Lo cual se organiza tomando como referencia la situación de ser un deber y un derecho del 
sujeto, esta doble condición permite establecer que el trabajo es la forma de realizarse el sujeto 
como persona en el modelo peruano, conjuntamente, la Constitución Política Peruana plantea el 
bienestar como elemento integrador del salario, al decir en su artículo 24, nos dice: "El trabajador 
tiene derecho a una remuneración equitativa y suficiente, que procure, para él y su familia, el 
bienestar material y espiritual". 
En este proceso de reconocimiento de los derechos de los trabajadores, se expide la Ley 
No. 29.783 del 19 de agosto de 2011, denominada "Ley de la Seguridad y salud en el Trabajo" 
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(Ley No. 29783, 2011). En su titulo preliminar esta Ley trae  los principios que rigen la Seguridad 
laboral, siendo primordial citar el llamado "Principio de Responsabilidad"1, donde define el 
alcance de la responsabilidad en del empleador, unido esto, esa norma trae el literal A, del 
"Principio de Protección" sobre las condiciones del trabajo y el derecho a: "Que el trabajo se 
desarrolle en un ambiente seguro y saludable". Requisito jurídico que crea una verdadera 
responsabilidad objetiva en el empleador. En adelante de la misma norma, en el artículo 49, en 
su literal A, "Garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores en el desempeño de todos los 
aspectos relacionados con su labor, en el centro de trabajo o con ocasión del mismo" (Ley No. 
29783, 2011). Esta normativa le exige al empleador bajo un verbo de acción de "garantizar", la 
protección del riesgo en sus trabajadores.  
Esta ley fue reglamentada por el Decreto Supremo de la Presidencia del Perú, número 005-
2012-RT, expedido el 25 de abril del 2012, el cual contiene dos apartes normativos de interés al 
trabajo, como es el literal I, del artículo 26, que obliga al empleador a: "Adoptar disposiciones 
efectivas para identificar y eliminar los peligros y los riesgos relacionados con el trabajo y 
promover la seguridad y salud en el trabajo", en consonancia el artículo 94 del citado Decreto 
Supremo, dice: "Para efecto de lo dispuesto en el artículo 53 de la Ley, la imputación de la 
responsabilidad al empleador por incumplimiento de su deber de prevención requiere que se 
acredite que la causa determinante del daño es consecuencia directa de la labor desempeñada por 
el trabajador y del incumplimiento por parte del empleador de las normas de seguridad y salud en 
el trabajo."  
 
1 II. Principio de responsabilidad "El empleador asume las implicancias económicas, legales y de cualquier 
otra índole a consecuencia de un accidente o enfermedad que sufra el trabajador en el desempeño de sus funciones o 
a consecuencia de el, conforme a las normas vigentes".  
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Frente a este asunto, el Código Penal Peruano o mejor, el Decreto Legislativo 635 del 08 
de abril de 1991, más conocido como Código Penal del Perú (Decreto Legislativo No. 635, 1991), 
presenta el contenido del artículo 168 A, que es un artículo incorporado por la Cuarta Disposición 
Complementaria Modificatoria de la Ley número 29.783, del 20 de agosto de 2011. Posteriormente 
fue modificado por el artículo 2 de la Ley número 30.222, del 11 de julio de 2014. Este articulo 
está inmerso en el Libro Especial, Titulo 4, delitos contra la libertad y en capítulo VII, "sobre la 
violación de la libertad del trabajo, dice in extenso textualmente:":  
Artículo 168-A. Atentado contra las condiciones de seguridad y salud en el trabajo.  
El que, deliberadamente, infringiendo las normas de seguridad y salud en el 
trabajo y estando legalmente obligado, y habiendo sido notificado previamente por la 
autoridad competente por no adoptar las medidas previstas en éstas y como consecuencia 
directa de dicha inobservancia, ponga en peligro inminente la vida, salud o integridad 
física de sus trabajadores, será́ reprimido con pena privativa de libertad no menor de uno 
ni mayor de cuatro años.  
Si, como consecuencia de la inobservancia deliberada de las normas de seguridad 
y salud en el trabajo, se causa la muerte del trabajador o terceros o le producen lesión 
grave, y el agente pudo prever este resultado, la pena privativa de libertad será́ no menor 
de cuatro ni mayor de ocho años en caso de muerte y, no menor de tres ni mayor de seis 
años en caso de lesión grave.  
Se excluye la responsabilidad penal cuando la muerte o lesiones graves son 
producto de la inobservancia de las normas de seguridad y salud en el trabajo por parte 
del trabajador.”  
Responsabilidades del Empleador en el Accidente Laboral  12 
 
 
Como es posible observar, en el análisis de la norma penal, presenta la causalidad del nexo 
entre el evento dañino y la actividad omisiva del trabajador, como excluyente de la responsabilidad 
penal, por ello, se puede decir en su estructura que el sujeto activo de la norma es indeterminado, 
es un tipo penal en blanco con remisión a otras normas jurídicas, este sujeto que tiene el deber 
jurídico de actuar como obligación y deliberadamente omite su obligación y requiere una actuación 
previa administrativa. El bien jurídico es del tipo mixto, se protege la vida, la salud y la integridad 
física del sujeto pasivo. Este sujeto tiene una doble calidad, como trabajador o como tercero 
indeterminado. La conducta a sancionar es compleja, por cuanto es una conducta de simple 
sancionable la puesta en peligro del bien jurídico por un peligro en concreto  y además es una 
conducta que sanciona el resultado final. Con agravantes en la consecuencia jurídica que soporta 
el infractor, que puede ser privativa de libertad como prisión en varias cuantificaciones, lo cual es 




Este país considera constitucionalmente el derecho al trabajo con la doble condición de un 
"Derecho - Deber" al decir en su artículo 87 (Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela, 1999), que: "Toda persona tiene derecho al trabajo y el deber de trabajar.", lo cual 
plantea una referencia directa en este mismo artículo 87, al segundo párrafo que expresa "Todo 
patrono o patrona garantizará a sus trabajadores y trabajadoras condiciones de seguridad, higiene 
y ambiente de trabajo adecuados ". Planteando como principio laboral el contenido del artículo 89 
de la Constitución Bolivariana,  que describe el trabajo como: " El trabajo es un hecho social y 
gozará de la protección del Estado". Igualmente, la Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y 
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las Trabajadoras, publicada en la gaceta oficial No. 6.076 extraordinario del 7 de mayo de 2012, 
en adelante LOTT (Gaceta Oficial 6.076 Extraordinario, 2012) define el trabajo como: "El trabajo 
es un hecho social y goza de Protección como proceso fundamental para alcanzar los fines del 
Estado, la satisfacción de las necesidades materiales morales e intelectuales del pueblo y la justa 
distribución de la riqueza." Por ello, la LOOT, establece la responsabilidad objetiva2 del 
empleador en los daños del trabajador y excluse la concurrencia de culpas en el hecho dañoso e 
impone las condiciones del trabajo seguro en el artículo 156; literal e): "El trabajo se llevará a cabo 
en condiciones dignas y seguras...Literal e) La Protección a la vida, la salud y la seguridad laboral". 
El sistema judicial venezolano ha considerado un modelo de traslación del sistema penal y 
las responsabilidades del SST. En el Código Penal de Venezuela, expedido el 20 de octubre del 
2000, especialmente, del capítulo VI, "De la libertad del trabajo", no plantea ninguna normativa 
sobre este particular, para identificar esa responsabilidad es necesario revisar las normas laborales 
como la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo del 2005, en 
adelante LOPCYMAT (Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, 
2005). En su artículo 1, numeral 63, regula la responsabilidad del empleador y su representante, 
determinando en el Título VIII, Capitulo I, "De las normas generales", el artículo 116 dice: "El 
incumplimiento de los empleadores o empleadoras en materia de seguridad y salud en el trabajo 
dará́ lugar a responsabilidades administrativas, así́ como, en su caso, a responsabilidades penales 
 
2Artículo 43: Responsabilidad objetiva del patrono o patrona: Todo patrono o patrona garantizará a sus 
trabajadores o trabajadoras condiciones de seguridad, higiene y ambiente de trabajo adecuado, y son responsables 
por los accidentes laborales ocurridos y enfermedades ocupacionales acontecidas a los trabajadores, trabajadoras, 
aprendices, pasantes, becarios y becarias en la entidad de trabajo, o con motivo de causas relacionadas con el 
trabajo. La responsabilidad del patrono o patrona se establecerá exista o no culpa o negligencia de su parte o de los 
trabajadores, trabajadoras, aprendices, pasantes, becarios o becarias, y se procederá conforme a esta Ley en materia 
de salud y seguridad laboral.  
3 6. "Regular la responsabilidad del empleador y de la empleadora, y sus representantes ante la ocurrencia 
de un accidente de trabajo o enfermedad ocupacional cuando existiere dolo o negligencia de su parte".  
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y civiles derivadas de dicho incumplimiento". Ante ello, esta LOPCYMAT estableció la 
responsabilidad y las infracciones graves al S.S.T. (Art. 119) y muy graves al S.S.T. (Art. 120), 
los cuales mas allá de la sanción económica se une a la tipificación penal de la responsabilidad del 
empleador del artículo número 131 de la LOPCYMAT, que es citada en extenso dice:  
Artículo 131. Sanciones Penales por Muerte o Lesión del Trabajador o de la 
Trabajadora: 
En caso de muerte de un trabajador o trabajadora como consecuencia de 
violaciones graves o muy graves de la normativa legal en materia de seguridad y salud en 
el trabajo el empleador o empleadora o sus representantes, serán sancionados con pena 
de prisión de ocho (8) a diez (10) años. 
Cuando el empleador o empleadora o sus representantes, actuando en las mismas 
circunstancias haya ocasionado al trabajador o trabajadora:  
1. La discapacidad total permanente que lleve asociada la imposibilidad del 
trabajador o de la trabajadora para realizar los actos elementales de la vida diaria, la 
pena será́ de cinco (5) a nueve (9) años de prisión.  
2. La discapacidad total permanente para cualquier tipo de actividad, la pena será́ 
de cinco (5) a ocho (8) años de prisión.  
3. La discapacidad total permanente para el trabajo habitual, la pena será́ de 
cuatro (4) a siete (7) años de prisión.  
4. La discapacidad parcial permanente, la pena será́ de dos (2) a cuatro años de 
prisión. 5. La discapacidad temporal, la pena será́ de dos meses a dos años de prisión.  
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6. La discapacidad temporal que lleve asociada la imposibilidad del trabajador o 
de la trabajadora para realizar los actos elementales de la vida diaria, la pena será́ de dos 
(2) a cuatro (4) años de prisión.  
Hasta tanto no se reforme el Código Penal, el Ministerio Público creará Fiscales 
Especiales con competencia nacional en materia de salud y seguridad laborales.  
Los delitos de esta Ley son de acción pública, sin perjuicio de que los afectados o 
sus causahabientes puedan ejercer directamente las acciones penales correspondientes, 
sin intervención del Ministerio Público.  
Se puede observar en esta responsabilidad penal del daño laboral en Venezuela, un tipo 
jurídico de remisión por omisión a otras normas del sistema jurídico, (normas laborales), se 
presenta sanción como respuesta a la omisión impropia del sujeto, es un delito de infracción del 
deber jurídico del obligado. Está protegiendo el bien jurídico de la vida o integridad física del 
sujeto pasivo, esté tipo penal es un sujeto pasivo determinado como el trabajador. Es un delito de 
resultado por el sujeto activo determinado como empleador o su representante. La conducta objeto 
de reproche penal es omisiva de comisión de acción por omisión con una prohibición genérica al 
desobedecer el mandato legal del S.S.T. Incluso, esta norma es una prohibición de hacer y exige 
el deber de evitar el resultado punible. Por la remisión normativa de las calificaciones de las 
infracciones graves o muy graves de la LOOT hacia el ámbito penal. Es una responsabilidad penal 
objetiva por la función de garante de la vida e integridad del trabajador impuesta al empleador. 
Finalmente, el tipo jurídico tiene como consecuencia la privación de la libertad por condena de 
prisión al responsable, si el daño es muerte o incapacidad de la víctima. 
 
3. Uruguay 




Este país es reconocido grado de desarrollo del derecho laboral, que establece el derecho 
del trabajo en su Norma Constitucional de 1967 (Constitución de la República del Uruguay, 1967), 
en el artículo 53, dice: "El trabajo está bajo la protección especial de la ley", incluso el artículo 54,  
nos habla sobre la protección del trabajador en su "higiene física y moral". En el tema laboral no 
tiene un sistema normativo laboral definido y cohesionado, existe en Uruguay una fragmentación 
jurídica de los temas, incluso, el Código penal del Uruguay (Ley 9.155, 1933), siempre consideró 
el evento dañino del trabajo desde la óptica de una remisión normativa en el sistema para el poder 
punitivo penal del artículo 184, se puede ver desde la óptica de la culpabilidad del sujeto por 
"violación a leyes o reglamentos", bajo la imputación de un tipo culposo o imprudente del sujeto 
activo, causante del daño al trabajador y se integra jurídicamente a los tipos penales principales 
previsto en el artículo 310 (homicidio) y artículo 316 (lesiones) del Código Penal Uruguayo. 
Por esta remisión normativa del sistema uruguayo, existe la Ley número 16.074 del 17 de 
enero de 1990, o "Ley de Regulación de los seguros sobre accidentes del trabajo y enfermedades 
profesionales" (Ley 16.074, 1990), se define la responsabilidad del empleador en su artículo 2: 
"Todo patrono es responsable civilmente de los accidentes o enfermedades profesionales que 
ocurran a sus obreros y empleados a causa del trabajo o en ocasión del mismo, en la forma y 
condiciones que determinan los artículos siguientes". Situación que es complementada por lo 
establecido en el artículo 7 de la norma citada, la cual originalmente planteaba la reparación del 
 
4 Régimen de la culpabilidad. Nadie puede ser castigado por un  hecho que la ley prevé como delito, si no 
es intencional, ultraintencional o culposo, cometido además con conciencia y voluntad. El hecho se considera 
intencional, cuando el resultado se ajusta a la intención; ultraintencional cuando el resultado excede de la intención, 
siempre que tal resultado haya podido ser previsto; culpable, cuando con motivo de ejecutar un hecho, en sí 
mismo jurídicamente indiferente, se deriva un resultado que, pudiendo ser  previsto, no lo fue, por 
imprudencia, impericia, negligencia o violación de leyes o reglamentos. El resultado que no se quiso, pero que se 
previó, se considera intencional; el daño que se previó como imposible se considera culpable. En ningún caso podrá 
castigarse por un resultado antijurídico, distinto o más grave que el querido, que no haya podido ser previsto por el 
agente.  
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daño en el trabajo a partir de responder cuando: "Haya mediado dolo por parte del patrono o culpa 
grave en el incumplimiento de normas sobre seguridad y prevención."  
Esta situación jurídica de remisiones normativas se mantuvo vigente en Uruguay hasta el 
año 2.014, cuando se expide la Ley 19.196 del 18 de marzo de 2014, publicado en el Diario Oficial 
número 28.939, o "Ley de responsabilidad del empleador cuando incumpliere las normas de 
Seguridad y Salud en el Trabajo". (Ley 19.196, 2014) El artículo número 1, establece la 
responsabilidad penal del empleador así:  
Artículo 1º.- El empleador, o en su caso, quien ejerciendo efectivamente en su 
nombre el poder de dirección en la empresa, no adoptaren los medios de resguardo y 
seguridad laboral previstos en la ley y su reglamentación, de forma que pongan en peligro 
grave y concreto la vida, la salud o la integridad física del trabajador, serán castigados 
con tres a veinticuatro meses de prisión. 
Se puede observar en este tipo penal Uruguayo, que actúa por remisión normativa a las 
normas laborales de SST. El sujeto activo de la conducta punible es determinado como el 
empleador o su representante, de entrada es una indefinición el carácter jurídico de la 
"representación"  y cuáles son los "actos de dirección" del empleador. Es un tipo penal abierto o 
en blanco, como expresa Langon (2014, p. 178) son: "Las leyes penales en blanco son aquellas en 
las que el precepto, la materia de la prohibición, la conducta prohibida en definitiva no está́ 
“expresis verbi" - determinada en la ley - sino que refiere a otras cosas, a las normas del derecho 
laboral y sobre todo a la reglamentación". (p. 178). El sujeto pasivo del tipo penal es determinado 
y calificado como el trabajador. El bien jurídico a proteger es del tipo mixto y protege el derecho 
a la vida, a la salud y a la integridad física del sujeto pasivo. La conducta típica es compleja, al 
exigir la calificación o el ejercicio del actos de dirección para quedar cubierto por la norma punible, 
actuando con voluntad y conciencia en la omisión del deber jurídico, se exige un riesgo calificado 
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como peligro grave y concreto, doble condición que exige la indeterminación del tipo penal 
exigido al sujeto activo. El tipo penal exige al sujeto una acción omisiva de poner en riesgo el bien 
jurídico de forma calificada. La consecuencia jurídica a imponer en el tipo punitivo laboral es 




Otro país latinoamericano ha desarrollado un sistema jurídico que reconoce la 
responsabilidad penal del accidente o daño en el trabajo, el concepto de trabajo paraguayo se 
plantea constitucionalmente (Constitución de la República del Paraguay, 1992) desde el artículo 
86, Del derecho al trabajo: "Todos los habitantes de la República tienen derecho a un trabajo lícito, 
libremente escogido y a realizarse en condiciones dignas y justas. La ley protegerá́ el trabajo en 
todas sus formas y los derechos que ella otorga al trabajador son irrenunciables." desde el concepto 
de dignidad y justicia constitucional se amplía la protección del trabajador en lo relacionado al 
artículo 99, capítulo VIII; Sección Primera, de los Derechos Laborales, que habla de "El 
cumplimiento de las normas laborales y de las de seguridad e higiene en el trabajo quedaran sujetos 
a la fiscalización de las autoridades creadas por la ley, la cual establecerá́ las sanciones en caso de 
su violación".  
En el sistema laboral Paraguayo, el Código del Trabajo (Ley 729, 1961), expedida el 31 de 
agosto de 1861, define el concepto de empleador en su artículo 25, concomitante con las 
obligaciones del empleador en el tema del SST del artículo 64, literal L. Exige la obligación de: 
"Adoptar, conforme a las leyes y reglamentos, las medidas adecuadas en los establecimientos 
industriales y comerciales, para crear y mantener las mejores condiciones de higiene y seguridad 
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en el trabajo, previniendo en lo posible los riesgos profesionales". En esa norma laboral, Libro II, 
"de las condiciones generales del trabajo", Título V, de la seguridad, higiene y comodidad en el 
trabajo plantea la obligación del empleador de ofrecer sitios de trabajo seguros (artículo 2735). 
Incluso, se obliga al empleador en el artículo 275 literal A, de la norma citada:"Adoptar en los 
establecimientos de trabajo, las precauciones necesarias para proteger la vida, la salud y moralidad 
de los trabajadores.".  
Paraguay también expide la Ley 5.804 (2017)6, del 15 de diciembre de 2017, "Que 
establece el sistema nacional de prevención de riesgos laborales", en su artículo 3, expresa que un 
objetivo del sistema S.S.T. Literal b) "Reglamentar las obligaciones frente a las contingencias de 
accidente de trabajo y enfermedad profesional". Uniendo a ello, la responsabilidad del empleador 
del artículo 14 en la citada norma, que dice: "Los empleadores, además de la obligación de 
establecer y ejecutar en forma permanente el Sistema de Gestión y Seguridad en el Trabajo (SG-
SST) cuando fuere aplicable según lo establecido en las normas vigentes, son responsables de los 
riesgos originados en su ambiente de trabajo". En esta norma el Artículo 42. "De las obligaciones 
del Empleador", donde el empleador será responsable de: "Cumplir las obligaciones establecidas 
en la normativa sobre prevención de riesgos laborales, contempladas en esta Ley, el Reglamento 
General Técnico de Seguridad, Higiene y Medicina en el Trabajo y otras reglamentaciones 
sectoriales a ser emitidas por la Autoridad de Aplicación o la entidad con competencia pertinente".  
Incluso, establece en el párrafo final del artículo citado, una responsabilidad subjetiva en 
el evento dañoso del trabajo, al definir la manera de verificar el cumplimiento de las obligaciones 
del empleador, según: "En caso de ocurrencia de accidentes laborales o enfermedades 
 
5 "Las fábricas, talleres o cualesquiera establecimientos de trabajo, deberán estar construidos, instalados, 
equipados, y dirigidos de modo que suministren una adecuada protección al personal contra posibles riesgos". 
6 Establece el sistema nacional de prevención de riesgos laborales. 
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profesionales se evaluará el grado de participación de otros factores ajenos a su voluntad para 
establecer el grado de responsabilidad de las partes". 
Penalmente, el País Paraguayo en el Código Penal del Paraguay (Ley 1.160, 1997), en su 
Título III;  de hechos punibles contra la seguridad de la vida y de la integridad física de las 
personas; Capitulo II, en el Articulo 205, concreta jurídicamente la responsabilidad penal del 
empleador así:  
Artículo 205.- Exposición de personas a lugares de trabajo peligrosos: 
1º El titular de un establecimiento o empresa y su responsable de la prevención de 
accidentes de trabajo que:  
1. causara o no evitara que los lugares o medios de trabajo incumplan las 
disposiciones legales sobre la seguridad y la prevención de accidentes en lugares de 
trabajo; o 
 2. claramente incumpliera las exigencias del cuidado técnico, y con ello peligrara 
la vida o la integridad física de otros, será castigado con pena privativa de libertad de 
hasta cinco años o con multa.  
2º Los responsables, conforme al inciso 1º, que omitieran informar en forma idónea 
a los empleados sobre los peligros para la vida o la integridad física vinculados con los 
trabajos y sobre las medidas para la prevención, serán castigados con pena privativa de 
libertad de hasta tres años o con multa.  
3º El que realizara el hecho mediante una conducta culposa será castigado, en los 
casos del inciso 1º, con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa y, en los 
casos del inciso 2º, con multa. 
Responsabilidades del Empleador en el Accidente Laboral  21 
 
 
La responsabilidad penal del empleador es ampliada por representación al responsable de 
la prevención de accidentes de trabajo de la empresa, nuevamente, encontramos un tipo penal en 
blanco que hace remisión normativa a las normas de la seguridad laboral, exigiendo un deber de 
cuidado en concreto del bien jurídico vulnerado, éste deber de cumplimiento legal es dual, por 
presentarse por acción u omisión del sujeto,  según, se pueda considerar doloso o culposo el actuar 
del sujeto activo de la conducta típica.   
El sujeto activo del tipo es determinado y calificado al ser titular del derecho comercial y 
también es calificado cuando actúa como responsable de prevención del accidente de trabajo, lo 
cual exige esa calificación o actuar bajo esa calidad, para ser objeto del reproche penal. El sujeto 
activo del tipo es mixto, por ser indeterminado en la categoría de otros y sujeto calificado como 
empleado en relación a la obligación penal de información del riesgo en el trabajo. La conducta 
reprochada se puede concretar por acción u omisión de la obligación, pero, debe determinarse cuál 
es la omisión o acción, incluso, pide la norma una obligación de idoneidad de la información del 
riesgo del trabajo. El objeto jurídico a proteger, es dual al presentarse la protección exigida en el 
lugar o los medios del trabajo, incluso, exige el cumplimiento de normas de seguridad laboral o 
requisitos técnicos asociados al trabajo. El bien jurídico a proteger es el derecho a la vida, el 
derecho a integridad física del otro o el empleado. Como consecuencia jurídica de la conducta 
punible esta implementada la doble condición de una multa patrimonial, si es una conducta culposa 
sobre incumplimientos técnicos y con una pena privativa de libertad, en los casos dolosos o 
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Este País presenta una situación particular frente al tema de investigación, por ser una 
República de carácter representativa, con corte federal, descentralizada, tiene una división política 
de 23 Provincias en su territorio y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la cual es la capital 
federal de la Nación, estas provincias y la capital tiene autonomía política y Constitución Política 
Propia7, por esta situación, en la Constitución de la República de Argentina (1994), del 22 de 
agosto de 1994, expresa en su artículo 14, el trabajo es un derecho y el artículo 14 Bis, dice: "El 
trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al trabajador: 
condiciones dignas y equitativas de labor". Ahora en otra mirada, las Provincias federales en su 
norma constitucional, nos muestran la seguridad laboral en su articulado, la cual citare a 
continuación así:  a) Constitución provincial del Chaco, art. 26; numeral 6, 9. b) Constitución 
provincial del Chubut, art. 24; numeral 5. c) Constitución provincial de Entrerrios, art. 82. d) 
Constitución provincial de Formosa, art. 82; numeral 6. e) Constitución provincial de Jujuy, art. 
52; numeral 9. f) Constitución provincial Neuquen, art. 38. g) Constitución provincial de Rio 
Negro, art. 40; numeral 4. h) Constitución provincial de Santiago del Estero, art 20; numeral 1. 
Todas estas Constituciones provinciales exigen la protección a la seguridad en el trabajo. 
A nivel legislativo laboral, Argentina tiene vigente la Ley del Contrato de Trabajo (Ley 
20.744, 1976), que regula las relaciones laborales en la Nación, definiendo la calidad de empleador 
en su artículo 26: "Se considera empleador a la persona física o conjunto de ellas, o jurídica, tenga 
o no personalidad jurídica propia, que requiera los servicios de un trabajador". Luego, en el artículo 
75 de la misma Ley, exige al empleador el "deber de seguridad", al imponer que "Está obligado a 
 
7 Artículo 5°- Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de 
acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional. 
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observar las disposiciones legales y reglamentarias pertinentes sobre higiene y seguridad en el 
trabajo". 
Frente a esta exigencia jurídica patronal, existe la Ley de Riesgo del Trabajo (Ley 24.557, 
1995), identifica como un objetivo legal el descrito en el artículo. Literal B, con la obligación de 
"Reparar los daños derivados de accidentes de trabajo y de enfermedades profesionales, 
incluyendo la rehabilitación del trabajador damnificado". Esto se complementa con el Capitulo de 
los Derechos, Deberes y Obligaciones, que con su artículo 3. Numeral 2. Literal D, impone al 
empleador la obligación jurídica de: "Cumplirán con las normas de higiene y seguridad, incluido 
el plan de mejoramiento". En similar sentido el artículo 32, plantea una mezcla heterogénea de 
responsabilidades, con alto contenido patrimonial desde su origen y con consecuencias punitivas 
en su desarrollo, por ello, este artículo 32 dice que se aplicará la Pena privativa de la libertad en 
tres causales com son: A) Pena privativa de la libertad por evadir el pago de aportes o su 
declaración B) Pena privativa por incumplir las prestaciones relacionadas con la asistencia médica 
y farmacéutica del trabajador. C) Pena privativa por incumplir las prestaciones dinerarias a su 
cargo.  
Exige esta obligación para su materialización, de la existencia del elemento adicional de 
notificación de la violación normativa como: dice: el numeral  "6. Los delitos tipificados en los 
apartado 3 y 4 del presente artículo se configurarán cuando el obligado no diese cumplimiento a 
los deberes aludidos dentro de los quince días corrido intimado a ello en su domicilio legal". Esta 
responsabilidad económica con alcance penal, tiene un elemento en su estructura que amplía el 
alcance de la responsabilidad patronal a unos sujetos calificados determinados como dice el 
numeral 5: "Cuando se trate de personas jurídicas la pena de prisión se aplicará a los directores, 
gerentes, síndicos, miembros del consejo vigilancia, administradores, mandatarios o 
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representantes que hubiesen intervenido el hecho punible". Se expide posteriormente la Ley 27.323 
(2016)8, " nombrada como la Ley sobre la modificación del régimen de contrato de trabajo sobre 
el deber de seguridad", que modificó el contenido del citado artículo 759 de la ley del Trabajo. 
En lo referente a las obligaciones penales definidas por la norma penal (Ley 11.179, 1921), 
Código Penal de la Nación Argentina y se puede ver que estas remiten al contenido del Capítulo 
VI, del abandono de personas, artículo 106, que refiere a la conducta de abandono:  
ARTICULO 106:  
El que pusiere en peligro la vida o la salud de otro, sea colocándolo en situación 
de desamparo, sea abandonando a su suerte a una persona incapaz de valerse y a la que 
deba mantener o cuidar o a la que el mismo autor haya incapacitado, será reprimido con 
prisión de 2 a 6 años. 
La pena será de reclusión o prisión de 3 a 10 años, si a consecuencia del abandono 
resultare grave daño en el cuerpo o en la salud de la víctima. Si ocurriere la muerte, la 
pena será de 5 a 15 años de reclusión o prisión. 
En este contexto, el proceso de punibilidad está enmarcado en una concreción del riesgo 
jurídico y la puesta en peligro del bien protegido, como vida o salud. El sujeto pasivo en forma 
indeterminada como el otro. Es una conducta de concreción en la puesta en riesgo del bien jurídico. 
El sujeto activo es de carácter indeterminado y amplio por la acción de puesta en riesgo. El sujeto 
pasivo es indeterminado o determinado según la categoría que se pretender hacer punible. 
 
8 Ley sobre la modificación del régimen de contrato de trabajo sobre el deber de seguridad.  
9 Artículo 75: Deber de Seguridad. El empleador debe hacer observar las pautas y limitaciones a la duración 
del trabajo establecidas en la ley y demás normas reglamentarias, y adoptar las medidas que según el tipo de trabajo, 
la experiencia y la técnica sean necesarias para tutelar la integridad psicofísica y la dignidad de los trabajadores, 
debiendo evitar los efectos perniciosos de las tareas penosas, riesgosas o determinantes de vejez o agotamiento 
prematuro, así como también los derivados de ambientes insalubres o ruidosos. Está obligado a observar las 
disposiciones legales y reglamentarias pertinentes sobre higiene y seguridad en el trabajo..." 
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Finalmente, existe un proyecto de reforma (Proyecto Código Penal de la Nación Argentina, 
2019) al Código Penal de la Argentina de 1.921, radicado en el Congreso Nacional el 25 de marzo 
de 2019, con referencia taxativa así: "EX-2018-25284727-APN-DGDYD#MJ o proyecto de ley 
proyecto de reforma del Código Penal de la Nación". Este proyecto inició su curso legislativo en 
el Senado de la Nación, como fruto de una comisión de alto nivel, creada dicha comisión según el 
Decreto 103 de 2017. De este proyecto en curso es necesario resaltar que se pretende regular la 
responsabilidad patronal en el evento dañino del trabajo, tal como se establece en el Título XXI, 
Delitos contra la libertad y dignidad del trabajo. Capítulo 4, De los delitos cometidos en el marco 
de la ley de riesgos del trabajo, haciendo una actualización de las penas privativas y las condiciones 
jurídicas que ya estaban reguladas en el artículo 32 de la Ley 24.557 del 03 de 0ctubre de 1995, la 




El país austral y considerado de amplio desarrollo de los procesos laborales y la seguridad 
y trabajo como elemento del sistema jurídico, tiene en su norma Constitucional (Constitución 
Política de la Republica de Chile, 1980), denominada Constitución Política de la República de 
Chile del 21 de octubre de 1.980, un artículo que desarrolla el derecho del trabajo en su artículo 
16, que expresa: "La libertad de trabajo y su Protección, toda persona tiene derecho a la libre 
contratación y a la libre elección del trabajo con una justa retribución". A nivel de normas laborales 
existe el Código Laboral Chileno que data del Decreto con Fuerza de Ley número 178 el 31 de 
mayo de 1931, con algunas reformas y mediante la Ley 19.759 del 05 de octubre de 2001, por la 
cual se "Modifica el código del trabajo en lo relativo a las nuevas modalidades de contratación, al 
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derecho de sindicación, a los derechos fundamentales del trabajador y a otras materias que indica". 
en su artículo 8 facultó al Presidente de la República a expedir un decreto para unificar este Código 
del Trabajo, situación que solo fue posible en el año 2002, donde se Expide el "Texto refundido, 
coordinado y sistematizado de las normas que constituyen el Código del Trabajo, del 31 de julio 
(2002), el cual, en su artículo 2, "Reconócese la función social que cumple el trabajo y la libertad 
de las personas para contratar y dedicar su esfuerzo a la labor lícita que elijan.  
Este Código Laboral Chileno presenta en su Libro II, "De la protección de los 
trabajadores", Titulo 1, De las normas generales, en su artículo 184, dice: "El empleador estará́ 
obligado a tomar todas las medidas necesarias para proteger eficazmente la vida y salud de los 
trabajadores, informando de los posibles riesgos y manteniendo las condiciones adecuadas de 
higiene y seguridad en las faenas, como también los implementos necesarios para prevenir 
accidentes y enfermedades profesionales". Responsabilizando igualmente al empleador en el 
artículo 209: "de las obligaciones de afiliación y cotización que se originan del seguro social 
obligatorio contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales regulado por la 
ley N° 16.744". con similitud normativa en el artículo 210 de la norma, que expresa taxativamente 
que: "Las empresas o entidades a que se refiere la ley N° 16.744, están obligadas a adoptar y 
mantener medidas de higiene y seguridad en la forma, dentro de los términos y con las sanciones 
que señala esa ley".  
Haciendo una revisión al contenido de la Ley 16.744 del 01 de febrero de 1968, donde 
establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales (Ley 16.744, 1968)10. 
Es importante mencionar que en su artículo 66 Bis, exige a: " Los empleadores que contraten o 
 
10 Donde establece normas sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales. 
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subcontraten con otros la realización de una obra, faena o servicios propios de su giro, deberán 
vigilar el cumplimiento por parte de dichos contratistas o subcontratistas de la normativa relativa 
a higiene y seguridad." con la única sanción económica del artículo 80, de la norma citada.  
En el ámbito penal, en Chile existe el Código Penal Chileno del 01 de marzo (1785), norma 
de vieja data que reguló las conductas típicas objeto de reproche penal, considerando las conductas 
por omisiones del deber de protección como los llamados cuasidelitos, según establece el 
artículo 2 así: "Las acciones u omisiones que cometidas con dolo o malicia importarían un delito, 
constituyen cuasidelito si sólo hay culpa en el que las comete", dentro de este contexto jurídico se 
plantea siempre la sanción penal, a partir de la aplicación del párrafo segundo del artículo 317, que 
expresa así:  
"Artículo 317: Si a consecuencia de cualquiera de los delitos señalados en los 
cuatro artículos precedentes, se produjere la muerte o enfermedad grave de alguna 
persona...Si alguno de tales hechos punibles se cometiere por imprudencia temeraria o por 
mera negligencia con infracción de los reglamentos respectivos, las penas serán de 
presidio menor en su grado mínimo o multa de seis a veinte unidades tributarias 
mensuales". 
Esta sanción penal a las conductas omisivas o negligentes, incluso, con violación de 
reglamentos por parte del sujeto activo, se complementa con el Título X. De los cuasidelitos,  en 
el artículo 490 indica que:" El que por imprudencia temeraria ejecutare un hecho que, si mediara 
malicia, constituiría un crimen o un simple delito contra las personas, será́ penado". Llegando 
incluso a decir que: "Las penas del artículo 490, se impondrán también respectivamente al que, 
con infracción de los reglamentos y por mera imprudencia o negligencia, ejecutare un hecho o 
incurriere en una omisión que, a mediar malicia, constituiría un crimen o un simple delito contra 
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las personas". Actualmente, se presentó al Congreso de la Nación Chilena y a la comunidad en 
general, un Anteproyecto de Reforma del Código Penal (2018), presentado el 17 de octubre, por 
la Comisión de reforma penal al Ministerio de Justicia Chileno, con el ánimo de iniciar los trámites 
legislativos correspondientes a su aprobación, y del cual se resalta el contenido del Libro Segundo, 
Titulo I, "De los delitos contra la vida y la salud", donde claramente se codifica la obligación 
jurídica penal relacionada con el accidente o daño laboral, se puede ver Capitulo 3, artículo 225, 
donde trae la responsabilidad penal laboral así: 
Art. 225. Atentado contra la seguridad en el trabajo. El empleador que con 
infracción de sus deberes legales o reglamentarios en materia de prevención de riesgos 
laborales sometiere a los trabajadores a condiciones de trabajo idóneas para afectar su 
salud será́ castigado con reclusión o prisión de 1 a 3 años y multa. 
En este contexto jurídico, se explica que no existe una norma vigente en Chile sobre la 
responsabilidad penal laboral, para castigar estas situaciones del daño al trabajador se hace la 
remisión normativa a conductas típicas asociadas a la integridad física o la vida de las personas en 
general, incluso, cuando se impone la sanción penal de tipo general se hace a partir de los 
"cuasidelitos", sean estos cometidos por omisiones o por violación de normas técnicas asociadas 
al trabajo, por ello. El sujeto activo es indeterminado, no es calificado. El sujeto pasivo es 
indeterminado y la conducta por remisión normativa es por negligencia o por violación de los 
reglamentos, lo cual se puede asimilar a las normas del S.S.T. El bien jurídico es la vida o la 
integridad personal del otro. El objeto de reproche son las omisiones de los deberes de cuidado en 
concreto, pero el fallador penal, debe hacer una adecuación al tipo penal para concretar su 
aplicación en cada caso específico.  
 





El país europeo ha liderado jurídicamente la responsabilidad penal del empleador en su 
sistema jurídico, por ello, el país Ibérico promulgó La Constitución Española del 29 de diciembre 
(1978), donde determina el derecho al trabajo en artículo 35, numeral 1: "Todos los españoles 
tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a la 
promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y 
las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo". En lo 
referente a la seguridad laboral el Capítulo Tercero, De los principios rectores de la política social 
y económica en su artículo 40, numeral 2, dice: "Asimismo, los poderes públicos fomentarán una 
política que garantice la formación y readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene 
en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las 
vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados". En lo referente a la Salud, 
el artículo 43; numeral 1: "reconoce el derecho a la Protección de la salud". 
En la legislación laboral Española, el Real Decreto Legislativo número 2, del  23 de octubre 
de 2015, "Por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores del 
Ministerio de Empleo y Seguridad Social. (Real Decreto Legislativo 2, 2015)11 Donde se pueden 
establecer derechos de los trabajadores en artículo 4, Derechos laborales, Numeral 2, Literal D: "A 
su integridad física y a una adecuada política de prevención de riesgos laborales". Conjuntamente, 
esta normativa específica los derechos de los trabajadores en relación a la seguridad y salud en el 
trabajo, como expresa  el  Artículo 19, Numeral 1, dice: "1) El trabajador, en la prestación de sus 
 
11 Por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores del Ministerio de 
Empleo y Seguridad Social. Referencia: BOE-A-2015-11430BOE, núm. 255. 
Responsabilidades del Empleador en el Accidente Laboral  30 
 
 
servicios, tendrá derecho a una Protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo". 
Obligación compartida con el comite de empresa, conformado por los trabajadores, según lo 
dispuesto el artículo 64; numeral 7, literal A, numeral 2 que dice: "De vigilancia y control de las 
condiciones de seguridad y salud en el desarrollo del trabajo en la empresa, con las particularidades 
previstas en este orden por el artículo 19." 
De igual manera, la Ley 31 del 8 de noviembre "De prevención de Riesgos Laborales 
(1995), explica en artículo 2, tiene como objeto el: "Promover la seguridad y la salud de los 
trabajadores mediante la aplicación de medidas y el desarrollo de las actividades necesarias para 
la prevención de riesgos derivados del trabajo". también en su Artículo 14; sobre el Derecho a la 
Protección frente a los riesgos laborales". estableció el Literal 1, que: "Los trabajadores tienen 
derecho a una Protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. El citado derecho 
supone la existencia de un deber del empresario de Protección de los trabajadores frente a los 
riesgos laborales". Garantizando el empleador el uso de equipos seguros en el trabajo como dice 
el artículo 17, expresa: "1) El empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que los 
equipos de trabajo sean adecuados para el trabajo que deba realizarse y convenientemente 
adaptados a tal efecto, de forma que garanticen la seguridad y la salud de los trabajadores al 
utilizarlos". En el artículo 21, literal B,  se indica la obligación ante un riesgo inminente o grave el 
deber de "adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que, en caso de peligro grave, 
inminente e inevitable, los trabajadores puedan interrumpir su actividad y, si fuera necesario, 
abandonar de inmediato el lugar de trabajo". 
Esta norma laboral, en el capítulo VII, "De las Responsabilidades y Sanciones", nos trae la 
responsabilidad objetiva del empleador. El artículo 42, dice: "El incumplimiento por los 
empresarios de sus obligaciones en materia de prevención de riesgos laborales dará́ lugar a 
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responsabilidades administrativas, así́ como, en su caso, a responsabilidades penales y a las civiles 
por los daños y perjuicios que puedan derivarse de dicho incumplimiento.  
En similar sentido, existe el Real Decreto Número 486 del 14 de abril de 1997, por el que 
se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en los lugares de trabajo (Real 
Decreto 486, 1997)12. Donde el Capitulo II, de las obligaciones del empresario; artículo 3, dice 
que: " El empresario deberá adoptar las medidas necesarias para que la utilización de los lugares 
de trabajo no origine riesgos para la seguridad y salud de los trabajadores o, si ello no fuera posible, 
para que tales riesgos se reduzcan al mínimo". Otra norma a revisar es el Real Decreto 39 del 17 
de enero de 1997 (Real Decreto 39, 1997)13, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios 
de Prevención. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, expresa en dicha reglamentación otras 
responsabilidades a los empleadores como la exigencia de la actividad preventiva en la empresa y 
mediante según lo exigido en artículo 2: "El Plan de prevención de riesgos laborales es la 
herramienta a través de la cual se integra la actividad preventiva de la empresa en su sistema 
general de gestión y se establece su política de prevención de riesgos laborales."  
A esto se une, una norma que determina unas responsabilidades de orden social, que se 
encuentra en el Real Decreto Legislativo 5 de 4 de agosto (2000)14, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, allí se expone una 
responsabilidad administrativa en cabeza del empleador español, por ejemplo, el Capítulo II 
Infracciones laborales Artículo 5. Concepto. 2.:"Son infracciones laborales en materia de 
 
12 Por el que se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en los lugares de trabajo, 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales «BOE» núm. 97, de 23 de abril de 1997 Referencia: BOE-A-1997-8669. 
13 Por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención. Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales, publicado BOE, núm. 27, de 31 de enero de 1997. Referencia: BOE-A-1997-1853  
14 Por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. BOE núm. 189, de 08 de agosto de 2000. Referencia: BOE-A-2000-
15060.  
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prevención de riesgos laborales las acciones u omisiones de los diferentes sujetos responsables que 
incumplan las normas legales, reglamentarias y cláusulas normativas de los convenios colectivos 
en materia de seguridad y salud en el trabajo sujetas a responsabilidad conforme a esta ley". Este 
Decreto presenta las calificaciones de infracciones leves, graves y muy graves a la seguridad 
laboral, determinando las responsabilidades empresariales con remisión a lo establecido en el 
Estatuto  de los Trabajadores vigente. 
Penalmente,  el país europeo expidió la Ley Orgánica 10 del 23 de noviembre 1995, Ley 
del Código Penal (Ley Orgánica 10, 1995)15 de la Jefatura del Estado Español, donde estableció 
la responsabilidad penal de los empleadores y bajo el concepto de estar legalmente obligado 
tendra una sanción punible como dicen en extenso, en el título XV, De los delitos contra los 
derechos de los trabajadores, están vigentes los siguientes artículos penales: 
"Artículo 316: "Los que con infracción de las normas de prevención de riesgos 
laborales y estando legalmente obligados, no faciliten los medios necesarios para que los 
trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene adecuadas, 
de forma que pongan así́ en peligro grave su vida, salud o integridad física, serán 
castigados con las penas de prisión de seis meses a tres años y multa de seis a doce meses".  
"Artículo 317. Cuando el delito a que se refiere el artículo anterior se cometa por 
imprudencia grave, será́ castigado con la pena inferior en grado".  
"Artículo 318: Cuando los hechos previstos en los artículos de este título se 
atribuyeran a personas jurídicas, se impondrá la pena señalada a los administradores o 
encargados del servicio que hayan sido responsables de los mismos y a quienes, 
 
15 BOE núm. 281, de 24 de noviembre de 1995. Última modificación: 2 de marzo de 2019.  
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conociéndolos y pudiendo remediarlo, no hubieran adoptado medidas para ello. En estos 
supuestos la autoridad judicial podrá decretar, además, alguna o algunas de las medidas 
previstas en el artículo 129 de este Código."  
Este tipo penal Español, considera nuevamente al Sujeto Activo como un sujeto 
indeterminado, en atención que mas allá del empleador, bajo el supuesto de "estar legalmente 
obligado", en esa categoría ingresan los empleadores, representantes, encargados, administradores, 
incluso los prevencionistas de riesgos laborales, sea de forma directa o indirecta.  
La conducta objeto del reproche penal, es una conducta mixta por ser dolosa o culposa, por 
ser conducta omisiva de las obligaciones legales del sujeto, pero esta omisión es calificada con la 
materialización de una infracción a las normas de seguridad laboral, además,  que al calificarse esa 
infraccción se ponga en riesgo el bien jurídico tutelado, puede ser también una conducta de tipo 
imprudente o de imprudencia grave que ponga en riesgo. Este bien jurídico es el derecho a la vida, 
el derecho a la salud o la integridad física del sujeto pasivo. En este caso, el sujeto pasivo es un 
sujeto calificado y determinado como trabajador, lo cual remite a normas laborales para su 
compresión y poder unificarlo en una puesta en peligro concreto del bien jurídico para ser objeto 
del reproche penal con la correspondiente consecuencia de pena privativa de la libertad. 
Dentro del contenido del trabajo es importante considerar el proceso constructivo del 
delito en el ordenamiento jurídico, a partir de las escuelas del contenido penal, que desde inicios 
plantea el desarrollo del penal clásico, donde la moral y la acción son recurrentes al momento de 
imponer la consecuencia jurídica frente al daño de la moral social. El concepto del delito es la 
forma de transgredir la ley y esta afectación merece un reproche que regrese la moral anterior a la 
sociedad afectada. 
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Posteriormente, se genera una nueva escuela penal de corte positivista, que define el 
Derecho desde su origen legislativo como producto de las sociedades, donde el Derecho con su 
origen social le permite adquirir una relevancia en ella al ser instrumento de defensa de los 
derechos de los ciudadanos asociados en los diversos grupos sociales. El Derecho se considera 
como un instrumento del cambio social, recordando que solo "hay cambio social cuando cambia 
la estructura social-pautas de relaciones, normas y roles." Cotterrell (1991, p. 55) quien en su texto 
plantea el proceso de construcción de la llamada acción legal efectiva a partir del texto del autor 
Roscoe Ponds, quien dijo en 1917, que el derecho se relaciona solo con lo exterior de la conducta 
a diferencia de la moral que es interior del sujeto, luego existen intereses y pretensiones que podría 
ser deseable que el derecho reconociera pero no es dable hacerlo, el derecho depende de 
organizaciones externas para hacer funcionar su exigencia en la sociedad. (p. 61)  
En similar momento el autor cita a Yehezkel Dror, quien en 1.959 dijo que el derecho" en 
sí, sirve de estructura a instituciones sociales que, ellas si, influyen directamente sobe la cantidad 
o naturaleza del cambio social". El derecho proporciona la estructura a organizaciones instituidas 
específicamente para promover cambios en la sociedad, creando unos "deberes jurídicos en 
situaciones que favorecen el cambio" (p. 63). El autor Cotterrell (1991), expresa que para lograr 
un entendimiento de los efectos sociales del derecho y "siendo esté parte de la sociedad, esta teoría 
debe estar informada por, y ser parte de, una teoría social, que explique sistemáticamente las 
estructuras de las sociedades y las condiciones del orden, estabilidad y cambio (p. 68). 
La autora López (2001, p. 146), expresa que tiene "la aceptación general de que, al derecho 
penal, como mecanismo de control social, se le ha adjudicado la finalidad de obtener determinados 
modelos de comportamientos individuales en la vida social". (p.146) frente a ello, es dable 
reconocer que el control social se ha desarrollado en el poder punitivo del Estado o gobierno 
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imperante, es un elemento de legitimidad del poder como expresa la autora, (p. 147) El Estado 
tiene la potestad del ius punendi, frente a la determinación de las conductas que se consideran 
punibles en un entorno social, incluso, el derecho penal es una expresión del poder político.  
El control social presenta dificultades en su aplicación social al ser claro desde su origen 
un Derecho clásico desde el concepto errado de peligrosidad del individuo, como expresa Foucault 
(2011) que significa que "el individuo debe ser considerado por la sociedad según sus virtualidades 
y no de sus actos; no por las infracciones efectivas de una ley también efectiva, sino por las 
virtualidades de comportamiento que ella representa" (p. 102).  
El esquema del delito, según Agudelo (2013, p 29) citando a Carrara, como un esquema 
bipartito con aspectos objetivos (comportamiento externo dañoso) y aspectos subjetivos 
(conciencia y voluntad para delinquir), cerrando el proceso punitivo con la imputación social y 
moral de una conducta dañosa al sujeto infractor, incluso, se parafrasea al autor italiano y dice que 
el delito es: "la infracción de la ley del Estado promulgada para proteger la seguridad de los 
ciudadanos, y que resulta de un acto externo del hombre, positivo o negativo, moralmente 
imputable y socialmente dañoso"( p. 33). Allí, se puede considerar el carácter formal y el carácter 
material del concepto del delito en este clásico autor, incluso, lo define como " el delito es un ente 
jurídico, porque su esencia debe consistir necesariamente en la violación de un derecho"(p.34). 
Necesitando un "comportamiento externo" y el daño inmediato lesionando un interés jurídico que 
establece la norma vigente, bajo el actuar de una fuerza moral, conciencia y voluntad del hecho y 
el daño causado. (p.35). 
El autor Agudelo (2013), plantea que el maestro italiano Enrico Ferri, definió el delito legal 
como " Un hombre (sujeto activo) ofende a otro (sujeto pasivo) violando un derecho o un bien 
(objeto jurídico) que se concreta en la persona o en la cosa (objeto material) mediante una acción 
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psíquica que determina y guía a una acción física, produciendo un daño público o privado" (p. 44). 
en igual sentido, el autor alemán Ernest Beling, citado por Agudelo (2013), define el delito como 
"la acción típica, antijurídica, culpable, sometida a una sanción penal adecuada y conforme a las 
condiciones objetivas de la punibilidad" (p. 49).  
Frente a estos postulados penales clásicos y la constante evolución neoclásica del delito en 
la sociedad, el autor Hans Welzel, citado por Agudelo (2013), plantea la solución finalista del 
derecho como sanción al delito, planteando que la "acción supone la voluntad y esta implica la 
finalidad" (p. 98), describiendo que existe una fase interna de la acción y una fase externa de la 
acción como realización al mundo exterior de la conducta reprochada, iterando, que la "misión del 
derecho penal consiste en la protección de los valores elementales de conciencia, de carácter ético 
social; la misión más profunda del derecho penal es de naturaleza ético-social y de carácter 
positivo"(p. 117). En similar sentido, el autor Agudelo (2013) dice que "la misión del derecho 
penal se cumple, antes que, esperando la violación del bien jurídico tutelado, obrando a través de 
el, como instrumento, sobre la conciencia de los ciudadanos conformándola en la dirección del 
orden normativo. (p. 122). En palabras de Carnelutti (2007), el delito es "un acto, esto es, un hecho 
voluntario del hombre, dañoso al orden social y por eso reprimido con la pena y con la restitución" 
(p. 28). 
Para conocer algo más sobre el concepto del acto como acción punible el doctrinante 
Gómez (2019), plantea que "las expresiones acto o conducta implican la idea de un algo que 
conduce y un algo que es conducido, o sea, lo subjetivo-representación y voluntad, y lo objetivo o 
sea la manifestación externa o material que causa el daño" (p. 31). Así, " El derecho y el sistema 
penal tienen como presupuestos obligatorios los derechos humanos, las leyes naturales, los 
procesos sociales y los hechos concertados y acordados por los hombres en la vida social". (p. 34). 
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Plantea el doctrinante Gómez (2019) que: "El delito puede ser entendido desde varios puntos de 
vista, como un fenómeno histórico social, una categoría jurídica, teórica o como un acto concreto 
o especifico", (p. 45). Dice el autor Gomez (2019), iterando su cita del texto del autor Muñoz C. 
& Garcia  A. (1996), que el delito puede ser "Una categoría jurídica que se configura por un juicio 
de desvalor que recae sobre una conducta y como juicio de desvalor de la decisión del autor, el 
primer juicio es denominado como ilicitud penal, en tanto que el segundo es denominado como 
juicio de culpabilidad" (p. 48). 
Sobre el tipo penal, elemento sustancial del rigor punitivo, Gómez (2019), dice que: "el 
tipo penal es una estructura legal, una fórmula utilizada por la ley para definir y describir con todos 
sus elementos básicos la conducta delictiva; por tanto, la finalidad del tipo penal es definir la 
conducta que se considera punible" (p. 67). Siendo el tipo penal " la concreción y decantación del 
principio de legalidad" (p. 68). Recordando, que "una acción es socialmente adecuada, cuando su 
realización está aceptada por usos sociales y culturales, o sea que la sociedad la tolera, la auspicia, 
o la adopta como actividad aceptable" (p. 75). sin olvidar que "la ley tiene por función propia 
ordenar racionalmente las conductas humanas" Hervada (2009, p. 13) y también: "La ley regula y 
conforma la realidad social y por eso, la vida social debe acomodarse a la ley; de lo contrario la 
ley quedaría incumplida" (p. 74). Mostrando Hervada (2009) que: "esta acomodación de la ley a 
la realidad social supone una acomodación progresiva de la realidad social a las leyes, de modo 
que puedan darse situaciones en que la ley vaya por delante de la realidad social." (p. 74).  
El maestro Gómez (2019) dice que el autor Welzel, formuló la teoría finalista de la 
conducta, con una fase subjetiva integrada por el dolo y la culpa y una fase objetiva como 
manifestación externa del acto o el resultado final, por ello, Agudelo (2013) dice que: "la teoría 
finalista sostiene que la esencia de la culpa radica, no en el daño, sino en la violación del deber de 
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cuidado por parte del ciudadano que lesiona un interés jurídico" (p. 125). Incluso se presenta la 
idea del delito considerado culposo, cuando el autor Kaufmann, citado por Agudelo (2013), dice 
que:" La violación del cuidado es el desvalor de acción del delito culposo. Este desvalor de acción 
no es simplemente un elemento constitutivo pero complementario del injusto, sino que lo injusto 
del delito culposo se funda únicamente en la existencia de la violación del cuidado y la falta de 
causas de justificación" (p. 125).  
En similar contexto, el tipo penal imprudente que actualmente desarrolla las 
responsabilidades penales de los sujetos, el autor Gómez (2019) dice que el tipo imprudente o 
culposo describe el comportamiento humano que mediante la violación de un deber objetivo de 
cuidado produce un resultado típico, no querido, pero, que era previsible y evitable por el autor" 
(p. 110). Por esto: "El autor dirige mal su conducta, no aplicando al hecho el deber de cuidado que 
era exigible, a consecuencia de lo cual se produce el resultado típico no querido, pero que era 
previsible y evitable de haberse conducido con diligencia" (p. 110). Iterando, que: "el deber 
objetivo de cuidado o actuación prudente, diligente o cuidadosa. se establece con miras a proteger 
bienes respecto de actividades cuya práctica implica riesgo o peligro". (p. 113).  
Estas construcciones teóricas, van evolucionado al concepto del rol social de los sujetos, 
los cuales son expresiones del sujeto en los entornos y el funcionamiento de los procesos 
comunicativos en la sociedad, y con la teoría de la imputación objetiva frente al quebrantamiento 
del rol social del individuo, con ello, el autor Roxin (2019), dice que existen cuatro principios de 
dicha imputación jurídica como: "principio del riesgo permitido o no permitido, principio de 
imputación a la víctima, principio de confianza, principio de prohibición de regreso" (p. 98).  
En primer lugar, la sociedad está acostumbrada al riesgo llamado social, con diversas 
procedencias y formas de existencia, creando limites a partir de las expectativas sociales impuestas 
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y según los roles impuestos a los asociados. En segundo lugar, las actuaciones a propio riesgo de 
la víctima o autopuesta en peligro con sus conductas traen como consecuencia una responsabilidad 
en el daño producido en sí mismo. En tercer lugar, expone la necesidad de la confianza social, 
mediada por las acciones sociales de los demás y el impulso de la relación social, lo cual exige un 
cumplimiento del rol social propio y ajeno. Por último, la prohibición del regreso se explica cuando 
el sujeto cumple su rol social y tiene connotación delictual los actos del sujeto en dicho rol social, 
dice el autor Roxin, (2019), que: " la conducta del titular del rol ha de estar teñida de neutralidad 
y una conducta es neutral cuando precisamente se realiza en el seno del ejercicio de un rol social" 
(p. 114). 
En el ámbito penal es posible encontrar diversos modelos de control social, a partir de las 
funciones de la pena, como el proceso cognitivo de implementar una consecuencia jurídica a los 
sujetos, para ello, Ferrajoli (1999, p. 322), dice en su escrito que es necesario definir un proceso 
de reconocimiento jurídico de las diferencias frente a la igualdad de algunos grupos sociales, 
plantea que las normas que regulan las diferencias, deben plantearse en relación al tema del trabajo 
seguro como: i) La indiferencia jurídica de las diferencias, algo como las diferencias no son 
valoradas en forma positiva o negativa. ii) La diferenciación jurídica de las diferencias, como 
valorizar algunas diferencias y desvalorizar las otras. iii) Es la homologación jurídica de las 
diferencias, como una inmersión del principio de igualdad general en todas las diferencias. iv) La 
valoración jurídica de las diferencias, entendida como un sistema "basado en el principio 
normativo de igualdad en los derechos fundamentales- políticos, civiles, de libertad, sociales y al 
mismo tiempo en un sistema de garantías capaces de asegurar su efectividad" (p. 75).  
En similar sentido Mazuelos (2008, p. 141) habla sobre el reforzamiento de la conciencia 
colectiva a partir de la función de la pena, como: "las teorías de la prevención general positiva se 
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orientan a la prevención retrospectiva de futuros delitos, a través de los efectos que se pueden 
lograr mediante el aprendizaje motivado de forma pedagógica- social, que no está basado en el 
temor sino en la toma de conciencia" (p. 142). Incluso, "la pena se orienta al mantenimiento de las 
condiciones fundamentales de la coexistencia social, de la identidad normativa de las normas" (p. 
160). Iterando que se debe: "Conciliar el principio de intervención mínima en materia penal con 
una eficaz protección de nuevos bienes jurídicos colectivos socioeconómicos que se presentan 
como una realidad del Estado social” (Callegari & Reinfold, 2008, p. 609). Citando a Jakobs, el 
autor (Mazuelos C, 2008) Dice que se  atribuye a la pena la función de garantizar las expectativas 
sociales esenciales (aquellas de las que depende la propia configuración e identidad de la sociedad) 
a través de la generación de la prevención mediante el ejercicio del reconocimiento de la norma.   
Frente a las garantías de los derechos, se considera que el derecho penal mínimo como lo 
plantea Ferrajoli (2010, p. 193), "Es un modelo teórico y normativo del derecho penal capaz de 
minimizar la violencia de la intervención punitiva - tanto en la previsión legal de los delitos como 
en su comprobación judicial-sometiéndola a estrictos límites para tutelar los derechos de las 
personas" (p. 193). Buscando los objetivos de prevención negativa, o al menos, la minimización 
de las agresiones a bienes y derechos fundamentales y la prevención o minimización de las penas 
arbitrarias" (p. 252). Los derechos que deben ser garantizados, para ello, el autor Ferrajoli (2010), 
plantea en el tema laboral, el reconocimiento a los derechos adquiridos en la evolución del trabajo, 
y "adquiere una dimensión pública la relación de trabajo, dentro de la cual deja de ser el trabajador 
una mercancía y se convierte en sujeto de derechos fundamentales" (p. 287). Igualmente, "Los 
derechos fundamentales, cuya satisfacción materializa la dignidad del hombre, son derechos 
inviolables, inalienables y no negociables" (p. 290). 
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Otro elemento a considerar, es la relación jurídica del sujeto con las conductas punibles, 
con una prohibición de regreso que fácilmente asociada a la teoría de la imputación objetiva, y sin 
olvidar que Caro (2008, p. 289), dice que "No es imputable objetivamente la conducta que se 
adapta a un rol estereotipado en el contexto social concreto donde se desarrolla la acción, porque 
no supera el riesgo permitido". (p. 289) Dicho rol tiene características como: "El rol trasciende al 
individuo; el rol delimita las expectativas sociales y el rol fija la garantía a su titular del límite del 
mismo rol y finalmente el rol no vincula al individuo sino es su rol lo importante" (p. 297). incluso, 
el autor plantea que: "la máxima garantía de la autonomía de la persona estabiliza a la vez la 
vigencia del sistema jurídico” (p. 300). Bajo el concepto de deberes positivos y negativos 
inherentes a la persona social, incluso habla de la solidaridad mínima exigible al individuo en su 
entorno.  
La autora Motoko (Hirayama, 2008, p. 397), plantea el deber de garante del sujeto como 
elemento cohesionador del delito omisivo, al ser fundamento del deber de garante según tenga o 
no el dominio el sujeto sobre el resultado probable, incluso afirma que: "El concepto fundamental 
del tipo de autoría consta de una parte centrada exclusivamente en la autoría y otra en la 
responsabilidad, incluso de la participación del hecho punible" (p. 404). Dice: "El deber de garante 
ha sido considerado más bien como un presupuesto para la existencia del tipo del delito de 
omisión"(p. 405).    
Bajo estos presupuestos las teorías penales conducen al funcionalismo, como la forma de 
encontrar una relación entre la causalidad y el resultado obtenido, el cual debe estar tipificado 
para su concreción en la consecuencia jurídica, logrando cerrar el tipo penal en una conducta objeto 
del reproche del sistema, obteniendo esa relación de causalidad entre la causa inicial  y el efecto 
final, llevando a determinar si existe en algunos casos, la llamada equivalencia de condiciones, 
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llevando al sistema penal a una iniciación de la imputación objetiva que dice la doctrina (López, 
1996, p. 47), "Solo puede ser imputada cuando se ha creado un riesgo jurídicamente desaprobado 
que se concreta en la producción del resultado" (p. 47). donde su contenido permite que exista la 
adecuación social de las conductas, por tanto, " No pueden ser considerados prohibidos 
comportamientos que están permitidos socialmente (p. 56). Expresa: "Esta adecuación social es 
un instrumento conceptual importante para llenar de contenido material figuras como riesgo 
permitido y prohibición de regreso"(p. 56). Igualmente, "Un sujeto sólo es responsable por sucesos 
que se encuentren dentro de la órbita de su competencia. Para ello, hay que determinar si el autor 
tenía o no una posición de garante con respecto a la evitación del resultado" (p. 56). La posición 
de garante, mecanismo mediante el cual se delimitan los ámbitos de responsabilidad en el delito 
de omisión: "es también un presupuesto en los delitos de acción, (p. 56) clarificando que: "Quien 
organiza un peligro para un bien jurídico tiene el deber de evitar que este sobrepase los límites de 
lo permitido" (p. 57).  
Todos estos postulados teóricos penales, llevó a concluir a López (1996) que: "Al encontrar 
los delitos de acción u omisión, el doloso y el culposo, unos elementos comunes (la posición de 
garante y la creación de un riesgo desaprobado que se concreta en el resultado) se consigue la 
fundamentación monista de la imputación objetiva". Continúa la autora López; (1996), planteando 
que la creación de un riesgo jurídicamente desaprobado es un elemento general del injusto, sea 
este peligro con reproche por el ordenamiento, para determinar si el peligro tiene ese reproche pide 
la Autora hallar tres instituciones que son: i) El riesgo permitido y principio de confianza. ii) La 
prohibición de regreso. iii) Las acciones a propio riesgo. (p. 105).  
El riesgo permitido se considera a partir de revisar si el ciudadano se comporta observando 
estos deberes de seguridad, el riesgo que crea esta jurídicamente permitido y para concretarlo en 
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un caso específico debe tener las pautas de: 1. las normas jurídicas. 2. las normas técnicas y la lex 
artis. 3. la figura del modelo diferenciado. 4. los deberes de información y de advertencia del 
peligro. 5. el significado social del comportamiento. 6. el principio de confianza. (p. 112). Se 
explica el principio de confianza como el "fundamentado en la autorresponsabilidad"..."La 
principal consecuencia, es la de que el ámbito de responsabilidad de cada uno se limita a su propia 
conducta y solo bajo especiales circunstancias se extiende a las actuaciones de otro". (p. 120). 
Continuando los elementos doctrinales de la autora López (1996). Se dice que la 
prohibición de regreso se puede explicar desde la colaboración dolosa o culposa de un tercero en 
la realización del tipo penal sin que existe responsabilidad para ese participe aparente. Con el 
consecuente reconocimiento de la contribución activa del sujeto en el evento punible, siempre y 
cuando esa colaboración no rebase el riesgo permitido y no ostente la posición de garante del bien 
jurídico tutelado (p. 140).  
En las acciones a propio riesgo ingresan todas "Las acciones de un tercero que favorecen 
o crean una situación en la cual el titular del bien jurídico, realiza una acción peligrosa para sus 
propios bienes"(p. 141). Esta acción del sujeto contiene una a) participación en una autopuesta en 
peligro, b) el consentimiento en una autopuesta en peligro, realizada por otro, c) las acciones 
peligrosas de salvamento. d) la creación de una nueva relación de riesgo por parte de la víctima, 
al violar sus deberes de autoprotección. (p. 143). Lo cual se une a las normas de cuidado, "Que 
hace referencia a aquellas normas que sirven para la delimitación del riesgo. permitido; es decir, a 
determinados deberes de diligencia que se han instituido para disminuir y evitar la lesión o puesta 
en peligro de los bienes jurídicos"(p. 176). 
Si el derecho se establece en las sociedades y tiene una "determinada función social, esa 
función se concreta en la relación sociedad-individuo, pues el sujeto es explicado a través de su 
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rol social (Sanchez, 2019, p. 48), se debe considerar los elementos del delito imprudente y la 
imputación objetiva al sujeto, como resalta el autor citado, cuando expresa que: "Esta teoría no 
describe procesos causales, sino que intenta determinar el contenido social de significado de los 
distintos tipos", (p. 59). Se itera, el autor Roxin, citado por Sánchez (2019), se "Elaboró una teoría 
general de la imputación para los delitos de resultado, asentada en criterios como: a) la disminución 
del riesgo, b) creación o no creación de un riesgo jurídicamente relevante c) aumento o falta del 
riesgo permitido y d) la esfera de protección de la norma como criterio de imputación". (p. 60).  
Frente al concepto colombiano de la imputación objetiva el criterio de la Corte Suprema 
De Justicia- Sala Penal, SP8759- 2016 de 201616, se plantea que mas allá de la simple causalidad 
entre acción y resultado dañino, en los eventos culposos se exige que el sujeto imprudente "Haya 
creado o extendido un riesgo no permitido por las reglas de conducta a las que debía sujetar su 
actividad, y que ese riesgo se concrete en un resultado lesivo, todo ello en el entendido de que, 
conforme el artículo 9º del C. Penal de 2000, la causalidad por sí sola no basta para la imputación 
jurídica del resultado". (Radicado 32582, 2009)  
En similar sentido de los autores, la autoría del tipo penal por conductas relacionadas con 
la omisión, las desarrolla el órgano de cierre penal de la Corte Suprema De Justicia, Sala Penal, 
SP14547- 2016, cuando expresa:  
"Para la Corporación, del inciso segundo del citado artículo 25, se extracta que 
quien tuviere el deber jurídico de impedir un resultado perteneciente a una descripción 
típica y no lo llevare a cabo, estando en posibilidad de hacerlo, queda sujeto a la pena 
 
16 "Dígase, en principio, que la teoría de la imputación objetiva enseña que para que un resultado le pueda 
ser atribuido a un agente, este ha debido crear o incrementar un riesgo jurídicamente desaprobado, y este riesgo 
creado debió realizarse en el resultado típico. Esta teoría, desarrollada en el artículo 25 de la Ley 599 de 2000, viene 
a replantear aquellas tesis que fundan el concepto de autoría exclusivamente en la causalidad, esto es, el vínculo o 
enlace entre acción y resultado". (Sentencia SP 8759, 2016) 
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prevista en la norma correspondiente. Para esto, además, se requiere que la persona tenga 
a su cargo la protección en concreto del bien jurídico, o que se le haya encomendado como 
garante la custodia o vigilancia de una determinada fuente de riesgo, conforme con la 
Constitución o la ley" (Sentencia SP 14547, 2016). 
Iterando en este asunto, que la posición de garante genera obligaciones especificas al 
sujeto de la conducta punible, como lo falló la Corte Suprema de Justicia, en un caso  penal de 
amplia difusión nacional, al decir que: "La posición de garante (Garantenstellugen), es entendida 
como el deber jurídico que tiene el autor de evitar un resultado típico, ubicación que le imprime el 
obrar para impedir que éste se produzca cuando es evitable (Sentencia SP 7135, 2016)". Además, 
en el fallo judicial citado anteriormente nos recuerda la Corte Suprema de Justicia, que: 
"Tratándose de acciones negativas o de índole omisivas, suelen distinguirse las de omisión propia, 
cuando se sanciona el incumplimiento del deber definido por el legislador independientemente del 
resultado...Las de omisión impropia o comisión por omisión, que tienen lugar cuando el resultado, 
que por antonomasia es producido con una conducta activa, es conseguido a través de una 
omisión". (Sentencia SP 7135, 2016).  
Otro elemento dentro del modelo jurídico penal en Colombia, en lo referente a las acciones 
a propio riesgo o autopuesta en peligro del sujeto, dice la Corte Suprema De Justicia que frente a 
"La autopuesta en peligro, ésta se concreta cuando, i) el agente se pone en riesgo a sí mismo o ii) 
cuando, con plena conciencia de la situación, se deja poner en dicha situación por otra persona" 
(Radicado 36842, 2013). Incluso, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia ha señalado los 
presupuestos para pregonar la configuración de una acción a propio riesgo, así: "Uno. En el caso 
concreto, tenga el poder de decidir si asume el riesgo y el resultado. Dos. Que sea autorresponsable, 
es decir, que conozca o tenga posibilidad de conocer el peligro que afronta con su actuar. Con otras 
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palabras, que la acompañe capacidad para discernir sobre el alcance del riesgo. Tres. Que el actor 
no tenga posición de garante respecto de ella” (Sentencia SP 1291, 2018).  
Entonces, se puede el sistema penal colombiano ha desarrollado el tipo imprudente como 
desarrollo del concepto del culpa,  como está tipificado en el artículo 2317 de la ley 599 del año 
2000, como dice el autor Sánchez (2019), estas conductas típicas tienen un desarrollo desde la 
norma constitucional y plantea el autor que existen tres elementos configuradores del tipo del 
injustos del delito imprudente así: 1) Reconocibilidad de la situación del peligro de realización del 
tipo. 2) Un comportamiento que en atención a la creación de dicha situación de peligro infringe el 
deber objetivo de cuidado. 3) La producción del resultado típico como consecuencia de la 
infracción al deber objetivo de cuidado (p. 94). Plantea el autor, que la violación al deber objetivo 
de cuidado en el delito imprudente y en la imputación objetiva la creación del riesgo no permitido 
conllevan a definir que hay infracción al deber objetivo de cuidado cuando se crea un riesgo 
típicamente desaprobado..." el elemento infracción al deber objetivo de cuidado conduce 
indefectiblemente a las reglas de la imputación objetiva" (p. 94). continua el autor, al expresar que: 
"En el delito imprudente no se desaprueba la mera causalidad sino la contrariedad a la norma"(p. 
99). Dice este autor, que existe un deber objetivo de cuidado interno y externo, donde el primero 
le obliga a preveer en forma individual el riesgo que su actuación puede crear, y en el segundo 
dice que "Tiene el deber de acomodar su conducta a la situación de peligro advertida con la 
finalidad de impedir la producción del resultado típico". (p. 99). 
En forma continua y para continuar le hilo conductor, se puede integrar a la dicusión de la 
responsabilidad penal, lo expuesto por Baylos (1997), quien dice que "La cuestión radica en partir 
 
17 Artículo 23. Culpa: La conducta es culposa cuando el resultado típico es producto de la infracción al 
deber objetivo de cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser previsible, o habiéndolo previsto, confió en 
poder evitarlo. 
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de que junto a la producción de un resultado lesivo del comportamiento humano puede tener como 
efecto la puesta en peligro de ciertos bienes jurídicos" (p. 52). Ha de ponerse especial énfasis en 
la exigencia de que el comportamiento examinado en concreto solo sea reputado típico si, en una 
consideración objetiva ex ante, es idóneo para producir el resultado lesivo" (p. 53). Plantea el autor 
español que: "El proceso de relación del derecho del trabajo y el derecho penal, define que esta 
situación de doble vía en la tipificación y la sanción, y el recurso a leyes penales en blanco, obliga 
a examinar  la admisibilidad misma de la remisión, así como sus límites y sus efectos, de modo 
que la simultaneidad de la ley penal con reglamentos, actos administrativos o pactos individuales 
o colectivos se desarrolle con respeto al principio de legalidad" (p. 63) 
En este contexto discursivo de los contenidos teóricos del Derecho penal en general, se 
debe hacer una mirada a la política criminal del Estado Colombiano, desde el organismo llamado 
Consejo Superior de Política Criminal, siendo establecido en la Ley 65 de 1993, Ley que 
posteriormente fue modificada por la Ley 1.709 del año 2014. Su artículo 167 y el Decreto 2055 
de 2014, que reglamentó su funcionamiento, donde se dice que "la dimensión penal de la política 
criminal es aquella establecida por parte del legislador a algunos de los conflictos sociales que 
considera de mayor relevancia, los cuales son diversos y plurales entre sí́. En este sentido, el 
legislador, de manera positiva o negativa, en el proceso de criminalización de conductas escoge el 
catálogo de medios para enfrentarlos (u omite su elección)." (Observatorio de Política Criminal 
Dirección de Política Criminal y Penitenciaria, Bogotá, D.C., 2015, p. 5). Definiendo la Política 
Criminal como "el conjunto de respuestas que un Estado estima necesario adoptar para hacerle 
frente a conductas consideradas reprochables o causantes de perjuicio social con el fin de 
garantizar la protección de los intereses esenciales del Estado y de los derechos de los residentes 
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en el territorio bajo su jurisdicción. Dicho conjunto de respuestas puede ser de la más variada 
índole" (Sentencia C-646, 2001). 
Este Consejo de Política Criminal dice que: "La política criminal en Colombia se ha 
caracterizado por ser reactiva, inestable, punitiva y subordinada a las tendencias populistas en 
materia de seguridad ciudadana, valiéndose del sistema penal y de la privación de la libertad, como 
las medidas principales para resolver los problemas de criminalidad." (Consejo de Política 
Criminal, lineamientos de la política criminal, p. 1) desarrolladla en las fases del proyecto 
denominado Plan Nacional de Política Criminal 2019 – 202218, como la forma de implementar la 
política en Colombia, acciones que son consideradas desde el diagnostico oficial que presenta 
"..."Muchas decisiones de política criminal han sido esencialmente reactivas y sin fundamentos 
empíricos sólidos. Muchas de estas medidas se han adoptado apresuradamente respondiendo a 
fenómenos de opinión pública, o a los deseos de los gobiernos de mostrar que se está́ haciendo 
algo frente a la criminalidad o frente a hechos graves de crueldad o violencia" (Consejo de Política 
Criminal, Diagnóstico y propuesta de lineamientos de política criminal para el Estado colombiano, 
2012). igualmente, "Las decisiones de política criminal, al no estar claramente fundadas 
empíricamente, no han sido capaces tampoco de tomar en cuenta la diversidad y complejidad de 
los fenómenos criminales en Colombia" (p. 35). Esta política según los autores, desdicen de "Las 
medidas de política criminal hayan tenido serias inconsistencias e incluso contradicciones, tanto 
 
18 Fase cero: Medidas dirigidas a la prevención de comportamientos delictivos. Criminalización 
primaria: Definición de conductas que merecen reproche por parte del Estado –sin que necesariamente sea a través 
del derecho penal. Criminalización secundaria: formulación de normas de procedimiento, investigación y 
judicialización. Criminalización terciaria: Ejecución y cumplimiento de la sanción penal por parte de una persona 
declarada responsable de un delito, así como su proceso de resocialización. Tratamiento pospenitenciario: 
Atención a la población que ha sido sujeto del derecho penal, con miras a lograr su reinserción en su comunidad. 
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formales, por carencia de técnica jurídica, como materiales, por la coexistencia de enfoques 
contradictorios para enfrentar fenómenos de criminalidad" (p. 30).  
El fenómeno de sanción penal, con amplios márgenes de crecimiento en las penas mínimas 
y máximas a imponer al infractor penal, presenta el diagnostico institucional como un país donde 
la: "Severidad penal no ha sido en Colombia una política criminal reflexiva y consistente para 
enfrentar desafíos criminales complejos sino que es una expresión de lo que algunos autores 
conocen como “populismo punitivo”, que pretende que la solución a los problemas de impunidad 
o de incremento de ciertos crímenes debe ser siempre el aumento drástico de las penas".(p. 34).   
En Colombia se considera, que: "La política criminal debe respetar los principios 
constitucionales y de derechos humanos que la enmarcan y que en especial gobiernan el ejercicio 
de la función punitiva en un Estado democrático respetuoso de la dignidad humana". (p. 63) Ante 
esto, dicen los autores del Consejo de política Criminal que: "Las penas privativas de la libertad, 
como forma de reacción estatal contra el delito, están legitimadas en razón del fin resocializador 
que se le asigna como principal, tanto en las legislaciones internas como en los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos". (p. 65).  
Se considera por los diversos autores presentados, que la respuesta penal es solo una de las 
formas de intervención del poder punitivo estatal en la sociedad, manifiestan, en el discurso 
jurídico penal que: "La política criminal debe asumir que el Derecho Penal no es la única respuesta 
a los comportamientos lesivos de los derechos fundamentales de las personas" (Consejo de Política 
Criminal, p. 5). Otra arista del modelo penal es que: "El problema público que está en la base de 
toda discusión sobre política criminal es la criminalidad y la respuesta que el Estado debe darle. 
En otras palabras, el estado de cosas que es considerado por el público como indeseable, y en ese 
sentido como objeto que requiere la atención estatal y social en materia de política criminal, es 
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precisamente el fenómeno de la criminalidad, es decir, aquellas conductas definidas por la ley 
penal como las lesiones o puestas en peligro de mayor relevancia, frente a unos bienes jurídicos 
tutelados". (Observatorio de Política Criminal, 2017, p. 69). 
Frente a este panorama regulador de la relación en el sistema normativo, es importante 
referenciar los documentos y Convenios de la Organización Internacional del Trabajo, OIT, donde 
se puede identificar que el Estado de Colombia, reconoció el contenido del preámbulo de su norma 
Constitucional (Constitución de la Organización Internacional del Trabajo) que trae la obligación 
de las Partes en mejorar las condiciones de: "Protección del trabajador contra las enfermedades, 
sean o no profesionales, y contra los accidentes del trabajo". Obligación iterada en la Declaración 
relativa a los fines y objetivos de la Organización Internacional del Trabajo (Declaración de 
Filadelfia) del diez de mayo de 1944, donde la Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo adoptó la Declaración de los fines y objetivos de la Organización 
Internacional del Trabajo y de los principios de la O.I.T. En su Título II, literal: "g) proteger 
adecuadamente la vida y la salud de los trabajadores en todas las ocupaciones."  
Como miembro fundador y activo de la O.I.T., el Estado Colombiano ha ratificado diversos 
convenios (C012-Convenio sobre la indemnización por accidentes del trabajo (agricultura), 1921 
(núm. 12)) relacionados con la seguridad y la salud de los trabajadores, que citare con su número 
y titulo en este documento, para contextualizar algunas obligaciones vigentes del Estado 
colombiano como son: C/012 - Convenio sobre la indemnización por accidentes del trabajo 
(agricultura) de 1921. C/018 - Convenio sobre las enfermedades profesionales, de 1925. C/024 - 
Convenio sobre el seguro de enfermedad (industria) de 1927. C/025 - Convenio sobre el seguro de 
enfermedad (agricultura) de 1927. C/136 - Convenio sobre el benceno, de 1971. C/161 - Convenio 
sobre los servicios de salud en el trabajo, de 1985. C/162 - Convenio sobre el asbesto, de  1986. C/167 
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- Convenio sobre seguridad y salud en la construcción, de 1988. C/170 - Convenio sobre los productos 
químicos, de 1990. C/174 - Convenio sobre la prevención de accidentes industriales mayores, de 1993.  
Frente a las obligaciones estatales, se puede identificar que existen normativas internacionales 
que no han tenido el beneplácito del poder legislativo colombiano, normas que regulan directamente la 
situación de salud y seguridad en el trabajo. El Estado Colombiano no ha desarrollado los procesos 
normativos para incluir estos Convenios de la Organización O.I.T. Tales como,  el Convenio C/121 - 
Convenio sobre las prestaciones en caso de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, de 
1964. C/139 - Convenio sobre el cáncer profesional, de 1974. C/148 - Convenio sobre el medio 
ambiente de trabajo (contaminación del aire, ruido y vibraciones),  de 1977. C/155 - Convenio sobre 
seguridad y salud de los trabajadores, de 1981. C/176 - Convenio sobre seguridad y salud en las minas, 
de 1995. C/184 - Convenio sobre la seguridad y la salud en la agricultura, de 2001. incluso, existe el 
documento llamado P-155 - Protocolo de 2002 relativo al Convenio sobre seguridad y salud de los 
trabajadores de 1981.  
Frente a estas situaciones regulatorias y de aseguramiento del riesgo laboral, existe un caso 
especial con el Convenio  C/187 - Convenio sobre el marco promocional para la seguridad y salud 
en el trabajo,  del año 2006, que trae un desarrollo amplio del concepto de los actuales Sistemas de 
Gestión en los procesos de producción de los entornos laborales, su Título II, artículo 2, dice una 
obligación de los miembros de la O.I.T. Donde "Todo Miembro que ratifique el presente Convenio 
deberá promover la mejora continua de la seguridad y salud en el trabajo con el fin de prevenir las 
lesiones, enfermedades y muertes ocasionadas por el trabajo mediante el desarrollo de una política, 
un sistema y un programa nacionales, en consulta con las organizaciones más representativas de 
empleadores y de trabajadores" (C187 - Convenio sobre el marco promocional para la seguridad 
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y salud en el trabajo, 2006 (núm. 187)). Desafortunadamente este Convenio no está ratificado en 
Colombia, pero se implementó parte de su contenido desde el articulado de la Ley 1562 del 2012.  
A nivel latinoamericano, existen obligaciones estatales para Colombia, desde la mirada de 
los Derechos Humanos y las instituciones protectoras como la Organización de Estados 
Americanos, OEA, por ejemplo, en la Convención Americana sobre Derechos humanos, o Pacto 
de San José, de 1969 y El Protocolo Adicional a la convención americana sobre derechos humanos 
en materia de derechos económicos, sociales y culturales llamado "Protocolo de San 
Salvador",  tiene el artículo 7, en su literal e) la seguridad e higiene en el trabajo. Igualmente, el 
artículo 9, en su  numeral 2, dice: "Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el 
derecho de la seguridad social cubrirá al menos la atención medica y el subsidio y jubilación en 
casos de accidente del trabajo o de enfermedad profesional". En similar contenido conceptual, La 
declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948), plantea en su artículo XIV: 
"Toda persona tiene derecho al trabajo en condiciones dignas y a seguir libremente su vocación", 
libertad laboral vista como un deber social, cubrirá al menos la atención medica y el subsidio y 
jubilación en casos de accidente del trabajo o de enfermedad profesional". 
En el ordenamiento laboral colombiano relacionado con la seguridad y salud laboral, se 
evidencia desde antaño, que los empleadores tienen el deber jurídico de cumplir lo establecido en 
el artículo 84, de la Ley novena (9) de 1979. que tiene la exigencia de cumplir las normas legales 
y reglamentarias de la salud ocupacional, coloca las responsabilidades en cabeza del empleador 
directamente y esta obligación jurídica es abstracta y con alcance a los procesos de producción y 
seguridad en la empresa, la prevención del accidente laboral y atención al riesgo entre otras 
obligaciones. En similar sentido, existen otras normas de seguridad e higiene industrial, según los 
diversos ramos y actividades de los empleadores como el sistema normativo de la Ley 1.562 del 
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2012 y sus Decretos Reglamentarios. El Decreto Único Reglamentario del Sector Trabajo o 
Decreto 1.072 del 2015, que tiene el deber de garantía del empleador, frente a la seguridad y 
protección de los trabajadores, al decir en este decreto en el Libro 2,  Parte 2. Título 4. Capítulo 6. 
Artículo 2.2.4.6.8. "El empleador está obligado a la protección de la seguridad y la salud de los 
trabajadores, acorde con lo establecido en la normatividad vigente". 
En consideración al tema de los accidentes del trabajo que se presentan en Colombia, se 
logró identificar en bases de datos de organismos oficiales y empresas privadas, especialmente el 
Fondo de Riesgos Laborales, que es una cuenta especial de la Nación, sin personería jurídica, 
adscrita al Ministerio del Trabajo, y sus recursos son administrados en fiducia por el Ministerio 
del Trabajo, que está desarrollando un plan estratégico de  salud ocupacional hasta el año 2021, 
este Fondo presenta la información en forma fragmentada y presenta estadísticas del año 2018 a 
enero del año 2019 (Fondo de Riesgos Laborales, 2018), como los últimos datos accesibles de 
actualidad sobre la ocurrencia de eventos relacionados con el trabajo. Esta base de datos reporta 
un total de 645.135 accidentes de trabajo calificados. Enfermedades laborales calificadas son un 
total de 10.437 en el periodo. De esas cifras globales se extrae un resultado del periodo reportado 
por el Fondo de Riesgos Laborales, de ocurrencia de muertes de trabajadores fueron reportadas de 
un total de 856 muertes, así mismo, se logró calificar como muertes laborales un total de 563 
muertes en el trabajo. en ese mismo periodo, fueron reportaron y calificados seis (6) 
enfermedades laborales. Incluso, presenta el dato del otorgamiento de 419 pensiones de 
invalidez con origen laboral. y el reconocimiento de 10.437 incapacidades parciales 
permanentes a los trabajadores. 
En similar objetivo de acercar estadísticas documentales de los eventos dañinos del trabajo, 
la Federación de Aseguradores Colombianos, Fasecolda, ha agrupado a las compañías de seguros, 
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empresas de reaseguros y a las sociedades de capitalización en Colombia, presenta en la referencia 
los datos (Fasecola) estadísticos del año 2.019, cifras relacionadas a los eventos del trabajo y la 
rama de los riesgos laborales. Esta organización privada expresa que tiene un universo de 839.016 
empresas en todos los ramos de producción y niveles de riesgo en el trabajo, con un total de 
10.431.583 trabajadores cubiertos por el riesgo laboral. Informa que se presentaron en el año 2019, 
un total de 611.275 accidentes de trabajo calificados. Dice se presentaron un total de 8.202 
enfermedades laborales calificadas. de estos eventos dañinos del trabajo se presentaron un total 
de 492 muertes laborales. (488 por A.T. y 4 por E.L.) También se presentó un total de 
reconocimientos de pensiones de invalidez en 571 pensiones calificadas permanentes a los 
trabajadores afectados por eventos en el trabajo. 
En consideración a todo lo anterior, se podrá decir, que el proceso de identificación de las 
tipologías penales en los diversos sistemas jurídicos y considerando que existen unos elementos 
de los tipos penales que de forma reiterada se presentan en la construcción de los tipos y 
consecuencias penales extranjeros. El modelo de la responsabilidad penal por el accidente del 
trabajo aplicado en Colombia, posee iguales rasgos distintivos a otros ordenamientos penales, con 
algunas situaciones de inaplicación de la ley que hacen necesario llevar a mejorar la definición 
normativa en la concreción típica de una conducta omisiva o imprudente con consecuencias a las 
conductas que sean objeto del reproche penal. 
De lo anterior es posible concluir en la presente investigación, en primer lugar, se 
demuestra en el proceso de identificación de las normas externas iberoamericanas que los sistemas 
jurídicos tienen determinada la responsabilidad penal con alcance, incluso, a los representantes del 
empleador, se identificó que está articulada la responsabilidad penal con los tipos penales en 
blanco,  a partir de la remisión normativa a otros ordenamientos del mismo sistema jurídico, se 
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demostró que existen unos sistemas jurídicos que contienen el reproche penal a las conductas de 
los empleadores en los daños sucedidos a los trabajadores. 
En segundo lugar, se concluye que los tipos penales iberoamericanos respecto de la 
responsabilidad de los empleadores, presentan similitudes en los elementos que dan estructura al 
tipo penal, fortaleciendo la existencia de un lenguaje común en los países en el reproche penal al 
daño en la ejecución del trabajo, lo cual demuestra que es un lenguaje jurídico común a estos 
ordenamientos y que la homogeneidad penal es posible por la existencia de una identidad de 
estructura, tipos, elementos y remisiones normativas con las diversas consecuencias jurídicas a los 
empleadores. 
En tercer lugar, se podría concluir la urgente necesidad de regular penalmente las conductas 
del empleador o sus representantes en el daño causado por la ejecución de las actividades del 
trabajador en el contexto colombiano, a partir de identificar cuales con las acciones u omisiones 
en el cumplimiento de las normas laborales de seguridad y salud en el trabajo que son generadores 
del daño y debe ser considerada la cantidad de eventos relacionados con el accidente del trabajo y 
las enfermedades laborales que se presentan en el entorno laboral del País, en la investigación se 
logró identificar que  las lesiones a la vida, la integridad y la salud del trabajador son una constante 
del ejercicio del trabajo a nivel nacional. 
En cuarto lugar, una vez observado el modelo penal del caso Colombiano, se debería 
implementar un tipo penal autónomo que regule las conductas de los empleadores o sus 
representantes, con una consecuencia jurídica que permita una sanción de ese tipo a las continuas 
omisiones y negligencias en la ejecución del contrato y la actividad laboral respecto del 
cumplimiento de las normas reguladoras de la seguridad y salud en el trabajo.  
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Finalmente, se concluye presentando al lector una propuesta sobre el contenido del tipo 
penal autónomo, donde se considera necesario para regular este tipo de eventos dañinos del trabajo, 
como una propuesta académica se articulan las necesidades y objetivos sociales de regular los 
daños causados en la ejecución del trabajo, un ejemplo que podría contener los elementos mínimos 
de la estructura penal básica así: 
"El empleador o su representante legalmente obligado, que por acción u omisión, 
incumpla de cualquier manera las normas relacionadas con la seguridad y salud del 
trabajo y esta conducta afecte en forma grave o ponga en peligro inminente la vida, salud 
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